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			TEMA 1

			
EL DERECHO PROCESAL

			SUMARIO: I. El Derecho Procesal. II. Fuentes del Derecho Procesal, en general; el papel de los principios generales; costumbre y usos forenses. III. Normas procesales y normas sustantivas. IV. La ley procesal en el tiempo y en el espacio.


			
I. EL DERECHO PROCESAL

			El Derecho Procesal puede ser concebido bien como un conjunto de normas, es decir, una parte del ordenamiento jurídico, la que regula el proceso; bien como una rama de la ciencia jurídica, la que tiene por objeto el estudio del proceso. De este modo, es el concepto de proceso es el que da unidad a una y otra acepción (Montero Aroca).

			La configuración de esta rama del Derecho ha variado notablemente a lo largo de la historia. Sin remontarnos más allá de la época de la codificación, durante el siglo xix el Derecho Procesal era un derecho tributario, centrado en el estudio de los trámites y procedimientos. Entonces no se llamaba Derecho Procesal, sino Práctica Forense, Procedimientos Judiciales, etc.

			La creación del Derecho Procesal con categoría científica autónoma es obra de la doctrina germánica, que a partir de la segunda mitad del siglo xix comenzó a elaborar la teoría de la relación jurídico-procesal para explicar la naturaleza del proceso y la teoría de la acción como derecho autónomo y distinto de la pretensión material que en él se ejercita.

			Tratando de abarcar la totalidad de su contenido, define De la Oliva Santos el Derecho Procesal como aquella parte de la ciencia jurídica que «tiene por objeto el estudio de un conjunto de principios y preceptos relativos a la estructura y funciones de los órganos jurisdiccionales, a los presupuestos y efectos de la tutela jurisdiccional y a la forma y contenido de la actividad tendente a dispensar dicha tutela».

			Cualquier otra definición, más analítica o sintética, termina combinando las tres nociones o categorías fundamentales sobre las que se construye el concepto de esta disciplina, que son:

			a) Los presupuestos, esto es, los requisitos necesarios para que el proceso exista y tenga validez.

			b) El contenido, que comprende el procedimiento, los actos procesales, la forma y el orden en que estos actos se producen; y

			c) Los efectos, que abarcan las consecuencias del proceso.

			Por lo demás, en España, tras la entrada en vigor de la Constitución de 1978, la mayoría de los autores ha destacado también la función que se realiza a través del Derecho Procesal en orden a la garantía del ordenamiento jurídico y, en particular, de los derechos fundamentales consagrados en aquella.

			En lo que concierne a la naturaleza del Derecho Procesal, la doctrina se muestra unánime. Cualquiera que sea el criterio que se siga para diferenciar el Derecho público del Derecho privado, el Derecho Procesal resultará siempre enmarcado dentro el primero. Si lo que distingue a estos dos sectores del ordenamiento jurídico es la posición de coordinación o subordinación de los sujetos en el seno de las relaciones que regulan, es evidente que el Derecho Procesal es Derecho público, pues dentro del proceso las partes y el juez no aparecen situados en un plano de igualdad, sino que aquéllas vienen a estar sometidas en todo momento al poder del Estado depositado en el órgano judicial.

			El Derecho Procesal es, así, Derecho público, porque la función por él regulada es pública, en cuanto atribuida a un órgano estatal investido del poder soberano del Estado, y destinada a un fin eminentemente público, la tutela del Derecho objetivo, en palabras de Gómez Orbaneja, o el mantenimiento de una justa paz social, en palabras de Guasp. No es obstáculo para llegar a esta conclusión el hecho de que, en algunos casos, como los atinentes al proceso civil, el derecho objetivo que en él se aplica para dirimir los conflictos, el Derecho civil o el Derecho mercantil, sea Derecho privado.

			La naturaleza imperativa de las normas procesales ha sido reconocida, entre otras, en la STS de 18 de febrero de 2011, en los siguientes términos: «Las normas que rigen el acceso a los recursos son de carácter imperativo, no disponibles para las partes ni para el órgano judicial».

			
II. FUENTES DEL DERECHO PROCESAL, EN GENERAL; EL PAPEL DE LOS PRINCIPIOS GENERALES; COSTUMBRE Y USOS FORENSES

			El estudio de las fuentes corresponde a la Teoría General del Derecho y su regulación se contiene, con carácter general, en el Título Preliminar del Código Civil y en la Constitución. Pero, en su aplicación al Derecho Procesal, la doctrina de las fuentes ofrece algunas particularidades, cuyo análisis va a centrar nuestra exposición.

			
a) En general


			En primer lugar, como corresponde a la naturaleza pública del proceso y al carácter imperativo de su regulación, la ley es la fuente primordial y, para algunos, la única del Derecho Procesal. Su diferencia con otras no está en su forma, sino en su contenido, es decir, en la naturaleza de la materia que constituye su objeto. Así, podemos decir que es la ley «la que regula la actividad jurisdiccional en el proceso y la que fija, en todos sus aspectos, los presupuestos, el contenido y el desenvolvimiento de la relación jurídica procesal».

			Como normas básicas en Derecho Procesal, han de ser tenidas en cuenta:

			1.º Las comprendidas en la Constitución, que informan todo el ordenamiento jurídico y, por tanto, también el ordenamiento jurídico procesal y, en especial, el artículo 24, que consagra el derecho a la tutela judicial efectiva y que es objeto de estudio detallado en diversos temas del programa.

			2.º Las contenidas en la LOPJ, de 1 de julio de 1985, que contiene numerosas normas relativas a las actuaciones procesales, estableciendo los requisitos de lugar, tiempo y de forma de los actos de las partes y de las resoluciones judiciales.

			3.º Las recogidas en las distintas leyes rectoras de los procedimientos de cada orden jurisdiccional, a saber, la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de 14 de septiembre de 1882, la Ley de Enjuiciamiento Civil, de 7 de enero de 2000, la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, de 13 de julio de 1998 y la Ley reguladora de la Jurisdicción Social, de 10 de octubre de 2011.

			4.º Las normas del Derecho de la Unión Europea, caracterizadas por los principios de efecto directo y primacía. De ellas destacamos por su importancia los numerosos Reglamentos y Directivas de incidencia en el ámbito procesal.

			Ha debatido la doctrina sobre si las leyes procesales deben o no revestir la categoría de leyes orgánicas, cuya aprobación, modificación o derogación exige la mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto (art. 81.2 CE).

			En principio, la respuesta debe ser negativa. Ahora bien, la doctrina mayoritaria considera como leyes procesales, también, las relativas a la organización judicial, y en este sentido, el artículo 122.1 de la Constitución establece que «la ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia», es decir, no sólo reserva de ley orgánica, sino reserva de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

			El problema estriba en que la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985 no se ha limitado a regular las materias que enumera el artículo 122 CE, sino que, como hemos visto, en ella se contienen numerosos preceptos de naturaleza estrictamente procesal, como los referentes a los requisitos de los actos procesales, la nulidad de estos, la forma que deben adoptar las resoluciones judiciales: providencias, autos y sentencias.

			La Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 fue redactada en la creencia de que era el lugar adecuado para la regulación de una teoría general de los actos procesales, dada su naturaleza de ley ordinaria y su función de norma supletoria para las leyes procesales específicas de los restantes órdenes jurisdiccionales. Consecuentemente, su publicación debía ser acompañada de la derogación parcial, a través de una norma específica, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero tal derogación no se produjo, de modo que desde entonces existe una duplicidad normativa que la doctrina considera insatisfactoria, máxime cuando la Ley de Enjuiciamiento Civil se aparta en algunos aspectos de las normas procesales contenidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Así, por ejemplo, prescinde de las propuestas de providencia que regula esta última.

			Todo ello lleva a plantear si la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil ha derogado o no las normas procesales contenidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Frente a la postura que entiende que una ley ordinaria no puede derogar nunca una ley que tiene el rango de orgánica, otra, partiendo de que no todas las normas contenidas en la LOPJ tienen el rango de orgánicas y que las de naturaleza estrictamente procesal en cuanto ordinarias, a pesar de estar contenidas en aquella pueden ser modificadas por una ley ordinaria, siendo esta la solución que parece que ha seguido el legislador de 2000.

			En efecto, si bien la LEC ha modificado, en algún aspecto, las normas procesales contenidas en la LOPJ, no ha hecho lo mismo con aquellas a las que necesariamente ha de dárseles el carácter de orgánicas, como son las que regulan la competencia de los órganos judiciales. Por ello, a título de ejemplo, si bien la LEC asigna el conocimiento del recurso extraordinario por infracción procesal a la Sala de lo Civil y Penal (actuando como Sala de lo Civil) de los Tribunales Superiores de Justicia, dado que tal competencia no figuraba en la LOPJ, que atribuye el conocimiento de los recursos de casación y otros extraordinarios en materia civil que establezca la Ley a la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (art. 56.1.°), se ha visto obligada a conferir transitoriamente esta competencia al Tribunal Supremo, entre tanto no se modifique en tal sentido la LOPJ (Disp. Final 16.ª).

			El Tribunal Constitucional, por su parte, ha declarado que las normas que regulan las vías procesales previstas en el ordenamiento jurídico no son normas de desarrollo del artículo 24.1 de la Constitución, por lo que no precisan de ley orgánica (STC 22/1986).

			Por lo que respecta a la jurisprudencia, el Código Civil no la incluye, al enumerar en el artículo 1.1 las fuentes del ordenamiento jurídico. Se limita, en el propio artículo 1.6, a señalar que «complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que de modo reiterado establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la Ley, la costumbre y los principios generales del Derecho».

			Por tanto, la doctrina del Tribunal Supremo al interpretar y aplicar las leyes procesales civiles complementa el ordenamiento jurídico. La jurisprudencia no es fuente directa de creación de normas, pero sí, al menos, una fuente indirecta, en el sentido de que, en aras al principio de seguridad jurídica, debe ser aplicada por los tribunales inferiores, los cuales solo razonándolo en su resolución podrán apartarse de aquella doctrina.

			Caso diferente es el de la jurisprudencia constitucional, puesto que las sentencias del Tribunal Constitucional que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho tienen plenos efectos frente a todos. Efectos ex tunc, que se retrotraen al momento en que se dictó la ley declarada inconstitucional, y que incluso permiten revisar procesos fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada cuando se trate de procesos penales o contencioso-administrativos referentes a un procedimiento sancionador.

			Asimismo, tras la adhesión de España a la Unión Europea, las decisiones del Tribunal de Justicia, tanto resolviendo la cuestión prejudicial planteada por un Tribunal español sobre la interpretación o aplicación del Derecho de la Unión Europea, como resolviendo un recurso directo, son de obligado acatamiento. A este respecto dispone el artículo 4 bis LOPJ, introducido por la LO 7/2015, que «los Jueces y Tribunales aplicarán el Derecho de la Unión Europea de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea».

			
b) El papel de los principios generales


			En el campo del Derecho Procesal los principios generales del Derecho, más que para suplir una norma inexistente, sirven para completar la ley escrita, ambigua o insuficiente. Nuestro Tribunal Supremo ha dicho que cada precepto de la ley procesal se explica en función de los demás, de ahí la gran importancia del estudio de los principios básicos o informadores del proceso, principios generales procesales que informan todo el ordenamiento jurídico procesal y que nos han de servir para una adecuada interpretación de las demás normas que regulan el proceso.

			Lógicamente, por encima de todos los principios que pueden extraerse del ordenamiento jurídico procesal, habrá que aplicar los que informan la Constitución, que prevalecen sobre todos los que puedan ser incompatibles con ellos. Así, el principio de tutela judicial efectiva que consagra el artículo 24 de la Constitución ha dado lugar a cambios importantes en la interpretación de las leyes procesales.

			
c) Costumbre y usos forenses


			Finalmente, la costumbre, entendida como norma creada e impuesta por el uso social, no es fuente del Derecho Procesal, y así lo entiende la generalidad de la doctrina, salvo alguna conocida excepción, como la que representaba Jaime Guasp, con apoyo en el artículo 269 de la LEC de 1881, que establecía que la notificación por edictos debía hacerse fijando la cédula en el sitio público de costumbre. Con diferentes argumentos la doctrina ha rebatido la idoneidad de este ejemplo, e insiste negar a la costumbre el valor de fuente del Derecho Procesal, argumentando que el artículo 1 del Código Civil está dictado solo para el Derecho sustantivo o material, que la costumbre procesal encierra indudables peligros y contradice la naturaleza pública del proceso y que el proceso no puede ser sustancialmente regulado por decisión de sus protagonistas actuales o futuros, ni de forma directa (pacto o convención), ni indirecta (mediante la autonomía en sentido estricto).

			La Sala Primera rechazó que la costumbre fuera fuente del Derecho Procesal ya en la STS 376/1998, de 28 de abril, con los siguientes argumentos: «no hay una opinio iuris seu necessitatis del Juez ni de las partes, de la repetición de actos en el ámbito del proceso, ni hay usos jurídicos que tengan la consideración de tales».

			Por las mismas razones los llamados usos forenses, es decir aquellas prácticas o hábitos observados en el foro como normas jurídicas, no pueden ser vinculantes para el Juez. Tales usos o prácticas pueden ser no opuestos a Derecho, más si son disconformes con él estaremos en presencia de corruptelas que viciarán de nulidad los actos procesales producidos en su aplicación.

			
III. NORMAS PROCESALES Y NORMAS SUSTANTIVAS

			La determinación de si una norma es procesal o sustantiva no es una mera elucubración teórica, pues sirve al menos para:

			a) Determinar su ámbito espacial de aplicación. Los tribunales españoles pueden aplicar normas materiales extranjeras, pero nunca normas procesales no españolas.

			b) Hasta la reforma del Real Decreto-ley 5/2023, permitía conformar los motivos del recurso de casación en contraposición a los del extraordinario por infracción procesal.

			c) Determinar el sentido del artículo 149.1.6.ª CE y, con él, las competencias de las Comunidades Autónomas.

			El criterio de la ubicación sistemática de la norma, según esté contenida en las leyes de enjuiciamiento o en los cuerpos legales sustantivos, no es seguro, puesto que en la actualidad subsisten numerosas normas procesales, sobre todo, en materia de prueba y de legitimación, en las leyes materiales.

			Por ello, la doctrina maneja dos criterios de distinción complementarios:

			— Desde la perspectiva de la sentencia, se dice que son normas materiales las que determinan el contenido de esta, y son normas procesales las que rigen la admisibilidad de la pretensión, regulando los actos que preceden a la sentencia y si procede o no entrar a resolver sobre el tema de fondo.

			— Desde otro punto de vista se dice que son normas sustantivas las que inciden sobre la relación jurídico-material subyacente y son procesales las que inciden sobre la relación jurídico-procesal, afectando a los presupuestos, contenido y garantías de los actos procesales. Lo decisivo, pues, es el ámbito en el que incide la consecuencia jurídica. Si delimita la conducta de los sujetos fuera del proceso, reconociéndoles derechos e imponiéndoles deberes, la norma es material, aunque luego sirva al juez para el contenido de la sentencia. Por el contrario, si la consecuencia jurídica atiende a la conducta de las personas en cuanto sujetos del proceso y se refiere a los actos procesales, tanto en cuanto a la forma, como a los presupuestos, requisitos y efectos, la norma será procesal.

			Dos notas principales distinguen a las normas procesales:

			i) Su carácter imperativo, puesto que las normas procesales son normas de Derecho público que no pueden ser modificadas por la voluntad de las partes, lo que no significa que estas no puedan eludir el proceso mismo y acudir a otros métodos de solución de conflictos, como el arbitraje.

			Señalan algunos autores que existen normas procesales dispositivas, citando como ejemplo la sumisión a un juzgado o tribunal, pero ello no es exacto, puesto que, si la sumisión sirve para determinar la competencia territorial, es única y exclusivamente porque la Ley de Enjuiciamiento Civil la admite, de forma que sus efectos no se derivan de la voluntad de las partes, sino de la ley que da fuerza a dicha voluntad.

			Otro ejemplo se refiere a la prueba en el proceso civil. Ninguna norma impone que las partes tengan que solicitar el recibimiento del pleito a prueba, pero eso no significa que puedan regular convencionalmente, o por su propia o voluntad, el proceso. Lo que sucede realmente es que si no instan la apertura de la fase probatoria tendrán que pasar por las consecuencias que de ello se deriven. Si el actor, como regla general, no prueba los hechos constitutivos de su pretensión y el demandado los ha negado en la contestación a la demanda, la sentencia le será desfavorable, como lo será para el demandado si no prueba los hechos alegados como extintivos del derecho del actor.

			ii) Su carácter de normas formales, contrapuestas a las normas materiales de derecho sustantivo, pero no en el sentido de normas rituarias que regulan solo la tramitación o la forma de los actos procesales, pues todos los procesalistas están de acuerdo en que debe ser rechazada tal calificación, pues las normas procesales regulan también los presupuestos, el contenido y los efectos de los actos procesales.

			
IV. LA LEY PROCESAL EN EL TIEMPO Y EN EL ESPACIO

			
a) En el tiempo


			Al igual que el resto de las normas, la fuerza obligatoria de las leyes procesales viene marcada, temporalmente, por dos momentos: su entrada en vigor, a los 20 días de su completa publicación en el Boletín Oficial del Estado, si en ellas no se dispone otra cosa (art. 2.1.º CC), y el fin de su vigencia, cuando posteriormente se publica otra norma que la deroga expresa o tácitamente (art. 2.2.º CC).

			Durante el tiempo de su vigencia, las normas procesales civiles se aplican a todas las situaciones procesales que surjan («tempus regit actum») aunque afecten a situaciones materiales nacidas bajo el imperio de la legislación anterior. La norma procesal civil es, pues, en principio, vigorosamente «temporal», es decir, se rige por el «criterio de irretroactividad». En efecto, aunque el Juez pueda estar obligado a aplicar para la relación de Derecho civil o mercantil de fondo una ley material derogada, porque tal relación haya sido constituida bajo el imperio de dicha ley, aplicará en todo caso y al mismo tiempo la ley procesal vigente y actual al momento de constituirse la relación jurídico-procesal

			La «temporalidad» no ofrece dificultades respecto a los procesos futuros (que se someten, sin más, a la nueva ley) y a los procesos terminados (que valen tal como los ordeno la ley antigua), pero sí respecto a los procesos pendientes cuando se dicta la ley nueva.

			Para resolver el problema de los procesos pendientes, dos sistemas son posibles: el de la regulación aislada, según la cual, cada acto procesal se rige por la ley que está en vigor en el momento de su realización, y el de la regulación conjunta, según el cual todo proceso, unitariamente considerado, debe regirse por una sola ley.

			La LEC establece en su artículo 2 que: «Salvo que otra cosa se establezca en disposiciones legales de Derecho transitorio, los asuntos que correspondan a los tribunales civiles se sustanciarán siempre por éstos con arreglo a las normas procesales vigentes, que nunca serán retroactivas». Por tanto, la LEC recoge el principio general de irretroactividad establecido en el artículo 2.3 del Código Civil, aunque en relación con los procesos en tramitación ha de estarse a lo que establezcan las Disposiciones transitorias, en función del momento procesal en que se encuentre el proceso.

			La LEC contiene siete disposiciones transitorias que se resumen en los dos siguientes postulados:

			i) Que los procesos de declaración que se encontrasen tramitándose en la primera instancia, en recurso de apelación o en recurso de casación a la entrada en vigor de la misma, seguirán sustanciándose por la LEC de 1881 hasta que se dicte sentencia.

			ii) Que una vez dictada sentencia definitiva en la instancia o en los recursos, la nueva LEC se aplicará ya para todas las actuaciones posteriores incluidas la interposición de recursos.

			Una solución diferente establece la Disposición Transitoria 6.ª de la Ley 8/2021, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, disponiendo que «los procesos relativos a la capacidad de las personas que se estén tramitando a la entrada en vigor de la presente Ley se regirán por lo dispuesto en ella, especialmente en lo que se refiere al contenido de la sentencia, conservando en todo caso su validez las actuaciones que se hubieran practicado hasta ese momento».

			Sobre el principio de irretroactividad de las normas procesales, la STS 113/2011, de 22 de febrero, afirmaba que «el artículo 2 LEC establece con carácter general el criterio de la irretroactividad de las leyes procesales, sin distinción entre las normas de procedimiento y las que regulan instituciones procesales de otra naturaleza, y únicamente permite, tal como se desprende a contrario [por contraposición lógica] del artículo 9.3 CE, y directamente del artículo 2.3 CC, que pueda establecerse otra cosa en disposiciones legales de Derecho transitorio».

			
b) En el espacio


			Por lo que se refiere a la ley procesal en el espacio, según el artículo 3 LEC «Con las solas excepciones que puedan prever los Tratados y Convenios internacionales, los procesos civiles que se sigan en el territorio nacional se regirán únicamente por las normas procesales españolas».

			En cuanto al ámbito territorial de las normas procesales civiles (art. 3 LEC), la STS de 13 de septiembre de 2017, entendió que «aunque el proceso civil se desarrolle ante un tribunal español, la determinación de la capacidad para ser parte y la capacidad procesal de las entidades extranjeras, al objeto de que puedan ser parte y comparecer en juicio en España, en tanto que depende de que tengan reconocida personalidad jurídica, viene regulada en la ley personal aplicable, es decir, la determinada por su nacionalidad».

			De este precepto se deduce que:

			1.º Los Tribunales españoles solo pueden aplicar normas procesales españolas. Es posible que en un proceso se deban aplicar leyes materiales extranjeras para determinar el contenido de la sentencia (por el reenvío que se produzca a una legislación extranjera, en virtud de las normas del llamado derecho internacional privado contenidas en el Título Preliminar del Código Civil), pero la ley procesal será siempre la española.

			2.º Incluso para el ejercicio de las funciones de auxilio judicial internacional a Tribunales extranjeros, los Tribunales españoles aplicaran la ley propia.

			En sentido contrario, si un Tribunal español pide auxilio judicial a un Tribunal extranjero, éste en el desarrollo de este aplicará su ley nacional.

			Naturalmente, las normas orgánicas, es decir, las que constituyen los órganos jurisdiccionales y determinan es estatuto de sus miembros, no pueden ser extranjeras.

		

	
		
			TEMA 2

			
PLANTA Y ORGANIZACIÓN

			SUMARIO: I. Planta y organización de los Tribunales Civiles: Tribunal Supremo, Tribunales Superiores de Justicia y Audiencias Provinciales. II. Los Juzgados de Primera Instancia, los Juzgados de Familia y los Juzgados de lo Mercantil. III. Juzgados de Paz.


			
I. PLANTA Y ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES CIVILES: TRIBUNAL SUPREMO, TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA Y AUDIENCIAS PROVINCIALES

			Según el artículo 117.3 CE «el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales» y añade «determinados por las leyes». El primer paso para esta determinación se refiere a lo que comúnmente suele llamarse planta judicial y comprende dos operaciones diferentes:

			1.º La de fijar en abstracto el tipo y la clase de órganos a los que va a encomendarse la potestad jurisdiccional, que es lo que hizo la LOPJ en su Libro I, Título II, Capítulo I, artículos 26 a 29, bajo la rúbrica: «De los Juzgados y Tribunales», y, en segundo lugar,

			2.º La de fijar el número concreto de órganos que, dentro de cada uno de los referidos tipos van a ser desplegados en el territorio nacional. Las bases de este despliegue quedaron establecidas, también, en la LOPJ, Libro I, Título II, Capítulo II, artículos 30 a 36, bajo la rúbrica: «De la división territorial en lo judicial», y fueron después desarrolladas por la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988.

			La planta judicial se rige por unos criterios que son, básicamente, los cuatro siguientes: especialización, estructura, función procesal y territorio.

			a) La especialización condujo a la LOPJ a establecer cuatro órdenes jurisdiccionales: civil, penal, contencioso-administrativo y social.

			b) La estructura o composición del órgano, atendiendo al número de los titulares de la potestad jurisdiccional, permitió diferenciar entre órganos unipersonales y colegiados. Lo normal es que la primera instancia se atribuya a un órgano unipersonal y los recursos a un órgano colegiado, aunque existen numerosas excepciones a esta regla.

			c) En cuanto a la función procesal, al estar dividido el proceso en primera instancia, apelación y casación, han de establecerse los órganos que deben conocer de cada una de dichas instancias.

			d) Finalmente, el territorio nacional se divide en circunscripciones judiciales, a saber, municipios, partidos judiciales, provincias, Comunidades Autónomas y Estado. De estas demarcaciones la única que no coincide con las administrativas es el partido judicial, que está integrado por uno o más municipios limítrofes pertenecientes a la misma provincia, admitiéndose incluso la posibilidad de que el partido coincida con la provincia (art. 32 LOPJ).

			El Tribunal Constitucional ha declarado que el establecimiento de la planta judicial, que es competencia exclusiva del Estado (art. 149.1.5 CE), supone determinar los Juzgados y Tribunales a los que se atribuye el ejercicio de la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado.

			En el presente tema nos ocuparemos de los órganos que integran el orden jurisdiccional civil, comenzando, siguiendo el programa, por los órganos colegiados.

			
a) Tribunal Supremo


			El artículo 123 CE establece que «el Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales». El artículo 53 LOPJ añade que «tendrá su sede en Madrid y que ningún otro órgano jurisdiccional podrá tener el título de supremo».

			El presidente del Tribunal es, al mismo tiempo, presidente del Consejo General del Poder Judicial. Lo integran las siguientes Salas:

			I.ª, de lo Civil.

			II.ª, de lo Penal.

			III.ª, de lo Contencioso-Administrativo.

			IV.ª, de lo Social, y

			V.ª, de lo Militar.

			Completan la estructura del Tribunal Supremo:

			1) La Sala innominada del artículo 61 de la LOPJ.

			2) El Tribunal de Conflictos de Jurisdicción (arts. 38 LOPJ y 1 LO de Conflictos de Jurisdicción).

			3) La Sala de Conflictos de Jurisdicción (arts. 39 LOPJ y 22 LOCJ).

			4) La Sala Especial de Conflictos de Competencia (art. 42 LOPJ).

			5) El Gabinete Técnico.

			La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, dice el artículo 56 LOPJ, conocerá:

			«1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia civil que establezca la ley.

			2.º De las demandas de responsabilidad civil por hechos realizados en el ejercicio de su cargo, dirigidas contra el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidentes de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado, Defensor del Pueblo y Presidente y Consejeros de una Comunidad Autónoma, cuando así lo determinen su Estatuto de Autonomía.

			3.º De las demandas de responsabilidad civil dirigidas contra Magistrados de la Audiencia Nacional o de los Tribunales Superiores de Justicia por hechos realizados en el ejercicio de sus cargos».

			Además, conocerá de la tramitación y enjuiciamiento de las acciones civiles dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte (art. 55 bis).

			Provisionalmente y mientras no se proceda a la reforma de la LOPJ, a la Sala Primera corresponde también, de acuerdo con la Disposición Final 16.ª de la LEC, el conocimiento del recurso extraordinario de infracción procesal.

			
b) Tribunales Superiores de Justicia


			El origen de estos Tribunales se encuentra en el artículo 152.1 CE que establece que «un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma».

			La LOPJ estableció un Tribunal en cada Comunidad Autónoma, el cual «tomará el nombre de la Comunidad Autónoma y extenderá su jurisdicción al ámbito territorial de ésta» (art. 71).

			Cada uno de los Tribunales Superiores de Justicia se compone de un presidente, que es también al mismo tiempo presidente de la Sala de lo Civil y Penal, de los presidentes de Sala y de un número variable de magistrados. El Tribunal Superior está integrado por tres Salas:

			a) Sala de lo Civil y Penal.

			b) Sala de lo Contencioso-Administrativo.

			c) Sala de lo Social.

			A estas Salas hay que añadir la especial y no permanente de Recusaciones, regulada en el artículo 77 LOPJ.

			La competencia civil no es igual en todos los Tribunales Superiores, pues depende la existencia o no de Derecho civil, foral o especial, propio de la Comunidad.

			La Sala de lo Civil y Penal, como Sala de lo Civil, conocerá (art. 73 LOPJ):

			«a y b) De los recursos de casación y revisión que establezca la ley contra resoluciones de órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Autónoma, siempre que el recurso se funde en infracción de normas del Derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad, y cuando el correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución.

			c) De las funciones de apoyo y control del arbitraje que se establezcan en la ley, así como de las peticiones de exequatur de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados o las normas de la Unión Europea, corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal».

			«Esta Sala conocerá igualmente:

			a) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de sus respectivos cargos, dirigidas contra el Presidente y miembros del Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma y contra los miembros de la Asamblea legislativa, cuando tal atribución no corresponda, según los Estatutos de Autonomía, al Tribunal Supremo.

			b) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos en el ejercicio de su cargo, contra todos o la mayor parte de los magistrados de una Audiencia Provincial o de cualesquiera de sus secciones.

			c) De las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la Comunidad Autónoma que no tenga otro superior común».

			
c) Audiencias Provinciales


			Las Audiencias Provinciales tenían inicialmente sólo competencias penales, pero desde 1968 las tienen también civiles. La LOPJ las convirtió en el órgano ordinario para los recursos de apelación, lo que se ha mantenido en la LEC de 2000.

			Dice el artículo 80 LOPJ que tendrán su sede en la capital de la provincia, de la que tomarán su nombre, extendiendo su competencia a toda ella.

			Pueden crearse Secciones de la Audiencia fuera de la capital de la provincia, adscribiéndose territorialmente uno o más partidos judiciales, y puede darse también el caso de que el conocimiento de determinadas clases de asuntos se atribuya en exclusiva a una sección de la Audiencia Provincial, que extenderá siempre su competencia a todo su ámbito territorial, aunque existan secciones desplazadas.

			Cuando el escaso número de asuntos de que conozca una Audiencia Provincial lo aconseje, podrá constar su plantilla de uno a dos magistrados, incluido el Presidente. En este caso, la Audiencia Provincial se completará para el enjuiciamiento y fallo, y cuando la naturaleza de la resolución a dictar lo exija, con el número de magistrados que se precisen del Tribunal Superior de Justicia. A estos efectos, la Sala de Gobierno establecerá un turno para cada año judicial.

			Del mismo modo, cuando así lo aconseje la mejor Administración de Justicia, las Secciones de la Audiencia podrán estar formadas por cuatro o más magistrados.

			La adscripción de los magistrados a las distintas secciones tendrá carácter funcional cuando no estuvieren separadas por orden jurisdiccional o por especialidad. Si lo estuvieren, la adscripción será funcional exclusivamente dentro de las del mismo orden o especialidad.

			Conocen en el orden civil (art. 82.2 LOPJ):

			1.º De los recursos que establezca la ley contra resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de Primera Instancia de la provincia. Cuando se trate de resoluciones dictadas en juicio verbal por razón de la cuantía, la Audiencia se constituirá con un solo Magistrado.

			2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia, pudiendo especializarse una o varias de sus Secciones.

			3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de lo Mercantil, salvo las que se dicten en incidentes concursales que resuelvan cuestiones de materia laboral, debiendo especializarse a tal fin una o varias de sus Secciones.

			4.º De los recursos contra aquellas resoluciones que agoten la vía administrativa dictadas en materia de propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

			5.º La Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante especializadas conocerán en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que se refiere el artículo 133 del Reglamento 2017/1001 sobre la marca de la Unión Europea y el Reglamento 6/2002 sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extenderán su jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca de la Unión Europea.

			Corresponde igualmente a las Audiencias provinciales el conocimiento:

			1.º De las cuestiones de competencia en materia civil y penal que se susciten entre juzgados de la provincia que no tengan otro superior común.

			2.º De las recusaciones de sus Magistrados, cuando la competencia no esté atribuida a la Sala especial existente a estos efectos en los Tribunales Superiores de Justicia».

			
II. LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA, LOS JUZGADOS DE FAMILIA Y LOS JUZGADOS DE LO MERCANTIL

			
a) Juzgados de Primera Instancia


			Son el órgano judicial tradicional en la organización judicial civil española. La demarcación judicial sobre la que se asientan es el partido, y del municipio capital de éste toman su denominación (art. 84 LOPJ).

			En la LOPJ se habla por un lado de Juzgados de Primera Instancia (art. 85) con competencias civiles y, por otro, de Juzgados de Instrucción (art. 87) con competencias penales, como si fueran órganos distintos, cuando la Ley permite varias posibilidades:

			1.ª En el partido judicial puede haber un único Juzgado de Primera Instancia e Instrucción.

			2.ª Puede haber varios Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, y entonces se designarán por número cardinal (art. 27.2; uno, dos, etc.).

			3.ª Puede haberse dividido la competencia y existir en el mismo partido varios Juzgados de Primera Instancia y varios Juzgados de Instrucción.

			4.ª En la posibilidad anterior pueden existir uno o más Juzgados de Primera Instancia con competencia exclusiva en materia de familia.

			5.ª Cabe también la existencia de Juzgados de lo Mercantil, como veremos seguidamente.

			«Los Juzgados de Primera Instancia conocerán en el orden civil (art. 85 LOPJ):

			1. En primera instancia, de los juicios que no vengan atribuidos por esta Ley a otros juzgados o tribunales.

			2. De los actos de jurisdicción voluntaria en los términos que prevean las leyes.

			3. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los Juzgados de Paz del partido.

			4. De las cuestiones de competencia en materia civil entre los Juzgados de Paz del partido.

			5. De las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados y otras normas internacionales, corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal».

			Tienen asimismo competencia para autorizar el ingreso de menores con problemas de conducta en los centros de protección específicos creados por la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, así como para autorizar la entrada en domicilios y restantes edificios y lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular u ocupante, cuando ello sea necesario para la ejecución forzosa de medidas adoptadas por le Entidad Pública que ostente su tutela o guarda (arts. 778 bis y ter LEC).

			Por otro lado, no debe olvidarse que los Juzgados de Violencia sobre la Mujer asumen una importante competencia en materia civil atendido lo dispuesto en el artículo 87 ter de la LOPJ. A tenor de esta norma, «los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos:

			a) Los de filiación, maternidad y paternidad.

			b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.

			c) Los que versen sobre relaciones paterno-filiales.

			d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar.

			e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores.

			f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.

			g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores.

			h) Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen económico matrimonial instados por los herederos de la mujer víctima de violencia de género, así como los que se insten frente a estos herederos.

			Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:

			a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas anteriormente.

			b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de género, en los términos a que hace referencia el apartado 1.a) de este artículo 87 ter.

			c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género.

			d) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones penales por delito o falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o se haya adoptado una orden de protección a una víctima de violencia de género».

			
b) Juzgados de Familia


			Con arreglo a las previsiones del artículo 98 LOPJ, el Consejo General del Poder Judicial ha venido atribuyendo a determinados Juzgados de Primera Instancia de algunas ciudades, el conocimiento exclusivo de los procesos que tengan por objeto las pretensiones que se formulen al amparo del Título IV y del Título VII del Libro I del Código Civil, es decir, los que se refieran al matrimonio y a las relaciones paterno-filiales, otorgándoles la denominación de Juzgados de Familia.

			En consecuencia, los Juzgados de Familia son Juzgados de Primera Instancia especializados por razón de la materia, si bien se trata de una especialización que afecta al órgano judicial, no al Juez o Magistrado que lo sirve. Por su parte la LEC dispone que: «Los Juzgados de Primera Instancia a los que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 98 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se les haya atribuido el conocimiento específico de determinados asuntos, extenderán su competencia, exclusivamente, a los procesos en que se ventilen aquéllos, debiendo inhibirse a favor de los demás tribunales competentes, cuando el proceso verse sobre materias diferentes. Si se planteara cuestión por esta causa, se sustanciará como las cuestiones de competencia».

			La efectiva creación de estos juzgados se produjo por Real Decreto 1.322/1981, de 3 de julio.

			La atribución de competencias no ha sido, sin embargo, uniforme en todo el territorio nacional, pues a alguno de dichos Juzgados se les ha atribuido también el conocimiento de otros asuntos relacionados con aquéllos, como, por ejemplo, las materias comprendidas en los Títulos VIII (ausencia), IX (medidas de apoyo a personas con discapacidad) y X (tutela, curatela y guarda) del mismo Libro, o los internamientos involuntarios por trastornos psíquicos.

			
c) Juzgados de lo Mercantil


			Habrá uno o varios Juzgados de lo Mercantil en la capital de cada provincia y con jurisdicción a toda ella. No obstante, en función de la población podrán crearse Juzgados de lo Mercantil que extiendan su jurisdicción a provincias limítrofes de la misma Comunidad Autónoma, o que limiten su jurisdicción a uno o varios municipios limítrofes distintos de la capital de provincia.

			Los Juzgados de lo Mercantil conocen del concurso de acreedores, cualquiera que sea la condición civil o mercantil del deudor. Tras la reforma de la LO 7/2022, asumen el conocimiento, también, de los concursos de personas físicas (que anteriormente eran competencia de los Juzgados de Primera Instancia).

			Su jurisdicción será exclusiva y excluyente en las siguientes materias:

			1.ª Las acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra el concursado, con excepción de las que se ejerciten en los procesos civiles sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores.

			2.ª Las ejecuciones relativas a créditos concursales o contra la masa sobre los bienes y derechos del concursado integrados o que se integren en la masa activa.

			3.ª La determinación del carácter necesario de un bien o derecho para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor.

			4.ª La declaración de la existencia de sucesión de empresa a efectos laborales y de Seguridad Social en los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas y la determinación de los límites de esa declaración.

			5.ª Las medidas cautelares que afecten o pudieran afectar a los bienes y derechos del concursado, excepto las que se adopten en los procesos civiles sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores.

			6.ª Las demás materias establecidas en la legislación concursal.

			Si el concursado es persona natural, la jurisdicción del juez del concurso será también exclusiva y excluyente en las siguientes materias:

			1.ª Las que en el procedimiento concursal deba adoptar en relación con la asistencia jurídica gratuita.

			2.ª La disolución y liquidación de la sociedad o comunidad conyugal del concursado.

			Si el concursado es persona jurídica, la jurisdicción del juez del concurso será también exclusiva y excluyente en las siguientes materias:

			1.ª Las acciones de reclamación de deudas sociales que se ejerciten contra los socios de la sociedad concursada que sean subsidiariamente responsables del pago de esas deudas, y las acciones para exigir a los socios de la sociedad concursada el desembolso de las aportaciones sociales diferidas o el cumplimiento de las prestaciones accesorias.

			2.ª Las acciones de responsabilidad contra los administradores o liquidadores, de derecho o de hecho.

			3.ª Las acciones de responsabilidad contra los auditores por los daños y perjuicios causados.

			La jurisdicción del juez del concurso es exclusiva y excluyente para conocer de las acciones sociales que tengan por objeto la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, el traslado, el despido, la suspensión de contratos y la reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción que, conforme a la legislación laboral y a lo establecido en la legislación concursal, tengan carácter colectivo, así como de las que versen sobre la suspensión o extinción de contratos de alta dirección (art. 86 ter LOPJ)

			Los Juzgados de lo Mercantil serán competentes para el reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras cuando éstas versen sobre cualquiera de las materias anteriores, salvo que, según los tratados y otras normas internacionales, el conocimiento de esa materia corresponda a otro juzgado o tribunal (art. 86 quáter LOPJ).

			Los Juzgados de lo Mercantil, por otro lado, asumen otras competencias distintas al concurso de acreedores, como son propiedad intelectual e industrial, competencia desleal y publicidad, sociedades mercantiles y cooperativas, agrupaciones de interés económico, transporte, derecho marítimo y derecho aéreo; derecho comunitario de la competencia y recursos contra calificaciones negativas de los registradores mercantiles.

			Los Juzgados de lo Mercantil con sede en la ciudad de Alicante tendrán competencia exclusiva para conocer en primera instancia con jurisdicción en todo el territorio nacional de aquellas acciones que se ejerciten al amparo de lo establecido en el Reglamento 2017/1001, sobre la marca de la Unión Europea, y del Reglamento 6/2002, sobre los dibujos y modelos comunitarios. A los solos efectos de la competencia específica a que se refiere el apartado anterior, esos juzgados se denominarán Juzgados de Marca de la Unión Europea (art. 86 quinquies LOPJ).

			
III. JUZGADOS DE PAZ

			Existen en todos los municipios en los que no haya Juzgado de Primera Instancia e Instrucción (lo que supone un número próximo a los 7.500), extendiendo su competencia al término municipal correspondiente; puede existir una secretaría para varios Juzgados (art. 99).

			La LOPJ ha optado por el mantenimiento de estos Juzgados que se caracterizan porque en ellos el titular de la jurisdicción, el Juez de Paz, es lego, y, desde luego, no está integrado en la Carrera judicial.

			Son Juzgados servidos por personas no licenciadas en derecho, que son elegidos por 4 años por el Pleno del Ayuntamiento y nombrados por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia.

			En el orden civil conocen de los juicios verbales de cuantía hasta 90 euros (art. 47 LEC). También por delegación están a cargo del Registro Civil.

		

	
		
			TEMA 3

			
OFICINA JUDICIAL

			SUMARIO: I. Ordenación y funciones del cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia. II. Personal al servicio de la Administración de Justicia: clases y funciones. III. Organización de los órganos judiciales y la Oficina Judicial: principios que informan el sistema. IV. Unidades procesales de apoyo directo y servicios comunes procesales.


			
I. ORDENACIÓN Y FUNCIONES DEL CUERPO DE LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

			
a) Regulación


			Como afirma Díez-Picazo Giménez, los Letrados de la Administración de Justicia, denominados secretarios judiciales hasta la reforma operada por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, son una «pieza básica de la estructura y funcionamiento de todo órgano jurisdiccional».

			Los Letrados de la Administración de Justicia son funcionarios públicos que constituyen un Cuerpo Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administración de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus funciones con el carácter de autoridad. Además, ostentan la dirección de la Oficina Judicial.

			Su regulación se encuentra en los artículos 440 a 469 LOPJ y en el Reglamento Orgánico del Cuerpo (Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre).

			
b) Estatuto


			De su estatuto interesa destacar, en primer lugar, la forma de ingreso al cuerpo, que puede ser por el sistema de oposición o, excepcionalmente, de concurso-oposición libre. Ambos procedimientos deberán garantizar los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

			No obstante, el 30 por 100 de las plazas vacantes queda reservado para su provisión por promoción interna, mediante el sistema de concurso-oposición, a funcionarios de carrera del cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa con, al menos, dos años de servicios efectivos en el mismo.

			Cualquiera que sea la forma de acceso, para el ingreso se requiere ser español, licenciado en Derecho y no estar incurso en causa de incapacidad o incompatibilidad (art. 442.3 LOPJ).

			En cambio, la condición de Letrado de la Administración de Justicia se perderá: por renuncia voluntaria, por pérdida de la nacionalidad española, por sanción disciplinaria de separación del servicio, por inhabilitación absoluta o especial impuesta como pena principal o accesoria, por jubilación forzosa o voluntaria, por incapacidad permanente o por condena a pena privativa de libertad superior a tres años por razón de delito doloso.

			Otros aspectos de su estatuto que conviene, al menos, mencionar, son los siguientes:

			— Las situaciones administrativas tendrán un régimen jurídico igual al de jueces y magistrados.

			— Están sujetos a las mismas incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones que los jueces y magistrados.

			Salvo las previstas en el artículo 395 LOPJ, esto es, la de pertenecer a partidos políticos o sindicatos o tener empleo al servicio de los mismos.

			— Tienen deber de abstención en los mismos casos que los jueces y magistrados, e, igualmente, podrán ser recusados por las mismas causas.

			— Quedan sujetos a la responsabilidad disciplinaria regulada en su Reglamento Orgánico.

			
c) Ordenación del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia


			El Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia se ordena de forma jerárquica, quedando bajo la superior dependencia del Ministerio de Justicia. A tal efecto, se establece la figura del Secretario General de la Administración de Justicia, que pertenece a la estructura orgánica de dicho Ministerio, y que se encarga de dirigir y coordinar a los Secretarios de Gobierno y al resto de Letrados de la Administración de Justicia

			Por su parte, habrá un Secretario de Gobierno en el Tribunal Supremo, en la Audiencia Nacional, en cada Tribunal Superior de Justicia y en las ciudades de Ceuta y Melilla. Será designado por el Ministerio de Justicia, entre miembros integrantes del Cuerpo que, como mínimo, hayan prestado sus servicios durante diez años en puestos de segunda categoría.

			El Secretario de Gobierno ostentará la dirección de los Letrados de la Administración de Justicia que presten sus servicios en las oficinas judiciales dependientes de los tribunales mencionados y en las ciudades de Ceuta y Melilla.

			Entre sus funciones cabe destacar la incoación de expedientes disciplinarios, el control y seguimiento estadístico, la propuesta de nombramientos de libre designación, conocer de los incidentes de recusación de los Letrados de la Administración de Justicia, etcétera.

			Otras funciones que le atribuye el artículo 465 LOPJ son la inspección de los servicios que sean responsabilidad de los Letrados de la Administración de Justicia de su respectivo ámbito territorial, proponer medidas que deberían adoptarse para el mejor funcionamiento de la Administración de Justicia, concesión de permisos y licencias, elaborar los planes anuales de suplencias…

			Igualmente, en cada provincia existirá un Secretario Coordinador, nombrado por el Ministerio de Justicia por el procedimiento de libre designación, a propuesta del Secretario de Gobierno y de acuerdo con las comunidades autónomas con competencias asumidas. Será elegido entre miembros del cuerpo con al menos diez años de antigüedad, cinco de los cuales deberán haberlo sido en puestos de segunda categoría.

			Corresponde al Secretario Coordinador, entre otras, controlar la correcta ejecución de las circulares e instrucciones que dicte el Secretario de Gobierno del que dependa, darle cuenta de hechos relevantes para el buen funcionamiento de la Administración de Justicia, coordinar el funcionamiento de los servicios comunes procesales, resolver las suplencias y sustituciones de los Letrados de la Administración de Justicia, así como los incidentes de abstención, etcétera.

			Cabe añadir, según el artículo 467, las funciones de colaborar con las Comunidades Autónomas con competencias asumidas en la materia, proponer comisiones de servicio, conceder, por delegación del Secretario de Gobierno, permisos y licencias…

			Para concluir este epígrafe, cabe hacer referencia al Consejo del Secretariado, que prevé la Ley Orgánica del Poder Judicial como instrumento de participación democrática del Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, integrado en el Ministerio de Justicia, y con funciones consultivas en las materias que afecten al mencionado cuerpo.

			
d) Funciones


			Las funciones de los Letrados de la Administración de Justicia se encuentran reguladas en los artículos 452 y siguientes LOPJ. El primero de estos preceptos establece unos principios generales que deben observar en el desempeño de dichas funciones:

			— Legalidad e imparcialidad.

			— Autonomía e independencia en el ejercicio de la fe pública judicial.

			— Unidad de actuación y dependencia jerárquica en todas las demás.

			— Prohibición de delegación y de habilitación.

			Las funciones de los Letrados de la Administración de Justicia pueden agruparse en torno a cinco categorías: a) fe pública judicial; b) organización y gestión de personal; c) dación de cuenta; d) impulso del proceso, y e) otras funciones.

			I. Fe pública judicial

			Los Letrados de la Administración de Justicia «dejarán constancia fehaciente de la realización de actos procesales en el Tribunal o ante éste y de la producción de hechos con trascendencia procesal mediante las oportunas actas y diligencias» (art. 453).

			No obstante, no será precisa la presencia del Letrado de la Administración de Justicia en las vistas cuando se utilicen medios técnicos de grabación o reproducción, aunque aquél deberá garantizar la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido.

			En el ejercicio de esta función, para la que no será precisa la intervención adicional de testigos, los Letrados de la Administración de Justicia expedirán certificaciones o testimonios de las actuaciones judiciales no declaradas secretas ni reservadas, y autorizarán y documentarán el otorgamiento de poderes para pleitos.

			II. Organización y gestión de personal

			Igualmente, desempeñan competencias de organización, gestión, inspección y dirección del personal en aspectos técnicos procesales. Para ello, impartirán las órdenes e instrucciones que estimen pertinentes (art. 457).

			III. Dación de cuenta

			Corresponde a los Letrados de la Administración de Justicia la dación de cuenta al juez o magistrado de los escritos y documentos recibidos que contengan peticiones o pretensiones que exijan algún pronunciamiento.

			También deberán dar cuenta del transcurso de los plazos procesales y del estado de los autos cuando a su vencimiento deba dictarse la oportuna resolución judicial, así como de las resoluciones que dicten que no fueran de mera tramitación.

			IV. Impulso del proceso

			El artículo 456 encomienda a los Letrados de la Administración de Justicia la importante función de impulsar el proceso en los términos que establezcan las leyes procesales. Esto debe ponerse en relación con el artículo 179 LEC, a tenor del cual «salvo que la ley disponga otra cosa, el Letrado de la Administración de Justicia dará de oficio al proceso el curso que corresponda, dictando al efecto las resoluciones necesarias».

			En el cumplimiento de esta función, los Letrados de la Administración de Justicia pueden dictar dos tipos de resoluciones: diligencias o decretos.

			Las diligencias, a su vez, pueden ser de ordenación o de constancia. De acuerdo con el artículo 206 LEC, se dictará diligencia de ordenación «cuando la resolución tenga por objeto dar a los autos el curso que la ley establezca», mientras que se dictará diligencia de constancia, comunicación o ejecución a los efectos de reflejar en autos hechos o actos con trascendencia procesal.

			Por su parte, procederá dictar decreto, según el mismo precepto, para admitir a trámite la demanda, para poner fin a un procedimiento del que el Letrado de la Administración de Justicia tenga atribuida competencia exclusiva, y, en cualquier tipo de procedimiento, cuando sea preciso o conveniente razonar lo resuelto.

			En virtud del artículo 208, los decretos serán siempre motivados y tendrán la misma estructura que los autos, es decir, antecedentes de hecho, fundamentos de derecho y la parte dispositiva.

			El régimen de recursos contra las resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia es el siguiente:

			— Contra los decretos definitivos, podrá interponerse recurso directo de revisión, que carecerá de efectos suspensivos.

			— Contra las diligencias de ordenación y decretos no definitivos cabrá recurso de reposición ante el mismo Letrado de la Administración de Justicia que dictó la resolución recurrida, salvo en los casos en que la ley prevea recurso directo de revisión.

			— El artículo 454 bis LEC determina que cabrá recurso de revisión contra el decreto resolutivo de la reposición y contra los decretos por los que se ponga fin al procedimiento o impidan su continuación; así como en aquellos casos en que expresamente se prevea.

			V. Otras funciones

			Otras funciones que la ley atribuye a los Letrados de la Administración de Justicia son las siguientes:

			— La documentación y de formación de los autos y expedientes, debiendo dejar constancia de las resoluciones judiciales y de las dictadas por ellos mismos.

			— Informar a las partes interesadas y a quienes tengan interés legítimo sobre el estado de las actuaciones judiciales.

			— También les atañe garantizar que el reparto de asuntos se realiza de acuerdo con las normas aprobadas para ello por las Salas de Gobierno de los Tribunales de Justicia.

			— Tras la reforma de la Ley 13/2009, los Letrados de la Administración de Justicia asumen la competencia en materia de ejecución, «salvo aquellas competencias que exceptúen las leyes procesales por estar reservadas a Jueces y Magistrados».

			— En la jurisdicción voluntaria, conocerán de los expedientes que les atribuye la Ley 15/2015.

			— Esta misma ley les declara competentes para conocer de los actos de conciliación junto con los Juzgados de Paz.

			— Tramitación y, en su caso, resolución de los procedimientos monitorios. En concreto, deberán dictar el decreto de archivo ante la falta de pago y de oposición del deudor.

			— Mediación.

			— Cualesquiera otras que expresamente se prevean, como la estadística judicial, la responsabilidad del Archivo Judicial de Gestión, la colaboración con la Administración Tributaria en la gestión de los tributos que les sea encomendada en la normativa específica...

			
II. PERSONAL AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: CLASES Y FUNCIONES

			Al tratar del personal al servicio de la Administración de Justicia, hemos de partir del artículo 475 LOPJ, que distingue entre Cuerpos Generales y Cuerpos Especiales

			a) Cuerpos Generales

			Son aquéllos que asumen tareas de contenido procesal y otras administrativas vinculadas a ellas. La ley contempla tres categorías:

			— El Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa, cuya titulación exigida es la de Diplomado Universitario, Ingeniero Técnico, Arquitecto técnico o equivalente. En general, sus funciones consisten en colaborar en la actividad procesal de nivel superior, y, en particular, cabe destacar las siguientes: gestionar la tramitación de los procedimientos, practicar y firmar las comparecencias que efectúen las partes, documentar embargos, lanzamientos y otros actos cuya naturaleza lo requiera, extender las notas que tengan por objeto unir al procedimiento datos o elementos que no constituyan prueba, expedir copias simples de escritos y documentos…

			El resto de funciones contempladas en la ley son: ocupar las jefaturas de las unidades de apoyo directo y servicios comunes procesales, colaborar con los órganos competentes en materia de gestión administrativa, desempeñar la Secretaría de la Oficina Judicial de las Agrupaciones de Secretarías de Juzgados de Paz, de los Juzgados de Paz de más de 7.000 habitantes o aquéllos en que la carga de trabajo justifique su establecimiento; realizar funciones en orden a la protección y apoyo a las víctimas, y otras que legal o reglamentariamente se establezcan.

			— El Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa. Para acceder a este cuerpo será preciso el título de Bachiller o equivalente. Le corresponde la realización de actividades de apoyo a la gestión procesal, y, más concretamente, la tramitación general de los procedimientos, el registro y clasificación de la correspondencia, la formación de autos y expedientes, la confección de cédulas de citación…

			También menciona la ley: el desempeño de aquellas jefaturas que en las relaciones de puestos de trabajo de la Oficina Judicial estén asignadas a este cuerpo, la posibilidad de ocupar puestos de las unidades administrativas, funciones en orden a la protección y apoyo a las víctimas, y otras que legal o reglamentariamente se establezcan.

			— El Cuerpo de Auxilio Judicial, para cuyo ingreso se exige tener el título de graduado en ESO o equivalente. Entre otras funciones, se encarga de practicar los distintos actos de comunicación, proceder a la ejecución de embargos, lanzamientos y otros actos cuya naturaleza lo requiera, velar por las condiciones de utilización de las salas de vistas…

			A las que se añaden: comprobar que los medios técnicos necesarios para el proceso judicial están en condiciones de utilización, el desempeño de las jefaturas en las relaciones de puestos de trabajo de la Oficina Judicial asignadas a este cuerpo, la posibilidad de ocupar puestos de las unidades administrativas, y otras que legal o reglamentariamente se establezcan.

			b) Cuerpos Especiales


			Los Cuerpos Especiales se caracterizan por desempeñar funciones propias de una profesión o titulación específica. Se incluyen aquí el Cuerpo de Médicos Forenses, así como los Cuerpos de Facultativos, de Técnicos Especialistas y de Ayudantes del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.

			Son funciones de los médicos forenses las de prestar asistencia técnica a los jueces y fiscales en materia de su disciplina profesional, emitir informes y dictámenes a solicitud de los mismos, del Registro Civil o de particulares, la asistencia o vigilancia facultativa de detenidos, lesionados o enfermos que se hallen bajo la jurisdicción de Juzgados, Tribunales y Fiscalías, etcétera.

			Por su parte, el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, en el ámbito de la Administración de Justicia, se encarga de emitir informes y dictámenes que le soliciten autoridades judiciales y el Ministerio Fiscal, así como practicar análisis e investigaciones toxicológicas.

			c) Otro personal


			El artículo 473 LOPJ contempla la posibilidad de que funcionarios de otras Administraciones puedan prestar servicios en la Administración de Justicia, que resulten necesarios para auxiliarla en el desarrollo de actividades concretas, distintas de las propias de los cuerpos que hemos estudiado anteriormente y que no requieran conocimientos técnicos o especializados. Incluso cabe la posibilidad de contratar personal en régimen laboral.

			Por su parte, el artículo 472.2 contempla la posibilidad de nombrar funcionarios interinos por razones de urgencia o necesidad.

			
III. ORGANIZACIÓN DE LOS ÓRGANOS JUDICIALES Y LA OFICINA JUDICIAL: PRINCIPIOS QUE INFORMAN EL SISTEMA

			La LO 19/2003 introdujo el concepto de Oficina Judicial como base de la ordenación de los órganos judiciales. De esta manera, el artículo 435 LOPJ la define como «la organización de carácter instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad jurisdiccional de jueces y tribunales».

			En la actualidad, sólo once ciudades españolas cuentan con el nuevo diseño organizativo: Guipúzcoa, Álava, Vizcaya, Burgos, Cáceres, Cuenca, Ciudad Real, León, Murcia, Mérida, Ceuta y Melilla. El resto de ciudades mantienen el sistema anterior.

			Los principios en que se sustenta este sistema pueden resumirse en los siguientes:

			— Homogeneidad de la estructura básica de la Oficina Judicial en todo el territorio nacional, con base en los principios de jerarquía, división de funciones y coordinación.

			— La oficina funcionará con criterios de agilidad, eficacia, eficiencia, racionalización del trabajo, responsabilidad por la gestión, coordinación y cooperación entre Administraciones, y con respeto a los principios recogidos en la Carta de Derechos de los ciudadanos ante la Justicia.

			— Los puestos de trabajo sólo podrán ser cubiertos por personal de los cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, y se ordenarán conforme a lo establecido en las relaciones de los puestos de trabajo.

			— El diseño de la oficina será flexible: su dimensión y organización se determinarán en función de la actividad a desarrollar.

			
IV. UNIDADES PROCESALES DE APOYO DIRECTO Y SERVICIOS COMUNES PROCESALES

			La nueva Oficina Judicial tiene como elemento organizativo básico la unidad, «que comprenderá los puestos de trabajo de la misma, vinculados funcionalmente por razón de sus cometidos» (art. 436.1 LOPJ).

			En concreto, se prevén dos unidades procesales diferentes, que son las unidades procesales de apoyo directo y los servicios comunes procesales.

			Diferentes de las unidades procesales son las unidades administrativas, que no están integradas en la Oficina Judicial. A tenor del artículo 439 LOPJ, se constituyen «en el ámbito de la organización de la Administración de Justicia para la jefatura, ordenación y gestión de los recursos humanos de la Oficina Judicial sobre los que se tienen competencias, así como sobre los medios informáticos, nuevas tecnologías y demás medios materiales».

			a) Unidades Procesales de Apoyo Directo


			A ellas se refiere el artículo 437 LOPJ, que les atribuye la función de asistir «a jueces y magistrados en el ejercicio de las funciones que les son propias, realizando las actuaciones necesarias para el exacto y eficaz cumplimiento de cuantas resoluciones dicten».

			En principio, cada Juzgado y cada sala o sección de un Tribunal tendrá su propia unidad procesal de apoyo directo. No obstante, por razones de volumen de trabajo, el Ministerio de Justicia, previo informe del Consejo General del Poder Judicial y de las Comunidades Autónomas con competencias en la materia, podrá acordar que una unidad procesal de apoyo directo preste servicio a varios órganos unipersonales del mismo orden jurisdiccional, y, dentro del mismo, por especialidades.

			«Conformando los jueces del mismo orden o especialidad una sección, presidida por el más antiguo, quien tendrá las mismas competencias que los presidentes de sección de órganos colegiados».

			Cada unidad procesal de apoyo directo contará con un Letrado de la Administración de Justicia, que ejercerá las funciones que les son propias, así como con los puestos de trabajo necesarios para la atención del órgano de que se trate.

			«Cada unidad contará, además, con los puestos de trabajo necesarios para la atención del órgano de que se trate, de acuerdo con el orden jurisdiccional al que pertenezca, que se determinarán en las respectivas relaciones de puestos de trabajo» (art. 438.4).

			b) Servicios comunes procesales


			Los servicios comunes procesales asumen labores centralizadas de gestión y apoyo en actuaciones derivadas de la aplicación de las leyes procesales. No están integrados en un órgano judicial concreto, sino que prestarán su apoyo «a todos o a alguno de los órganos judiciales de su ámbito territorial, con independencia del orden jurisdiccional al que pertenezcan y la extensión de su jurisdicción» (art. 438 LOPJ).

			Su diseño, creación y organización corresponde al Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas en su respectivo territorio, y tendrán funciones de registro y reparto, actos de comunicación, auxilio judicial, ejecución de resoluciones judiciales, jurisdicción voluntaria, mediación y ordenación del procedimiento.

			«Las Salas de Gobierno y las Juntas de Jueces podrán solicitar al Ministerio y a las Comunidades Autónomas la creación de servicios comunes, conforme a las específicas necesidades. Asimismo, podrán crear servicios comunes procesales que asuman otras funciones distintas a las relacionadas en este número, en cuyo caso será preciso el informe favorable del Consejo General del Poder Judicial».

			Al frente de cada servicio común procesal habrá un Letrado de la Administración de Justicia, del que dependerán funcionalmente el resto de Letrados de la Administración de Justicia y el personal destinado en los puestos de trabajo en que se ordene el servicio de que se trate.

			Termina el artículo 438 disponiendo que «el Consejo General del Poder Judicial podrá establecer criterios generales que permitan la homogeneidad en las actuaciones de los servicios comunes procesales de la misma clase en todo el territorio nacional que, en ningún caso, podrán incidir en el ejercicio de la función jurisdiccional o en las competencias de las Administraciones Públicas en el ámbito de la Administración de Justicia».

			c) Instrucciones del Consejo General del Poder Judicial


			Para finalizar, cabe hacer referencia a dos Instrucciones del Consejo General del Poder Judicial que afectan al funcionamiento de la Oficina Judicial:

			— La Instrucción 2/2010, sobre el ejercicio de las facultades de dirección e inspección por los Jueces y Magistrados, aprobada por acuerdo de 28 de octubre de 2010.

			— La Instrucción 1/2011, sobre el funcionamiento de las unidades procesales de apoyo directo a Jueces y Magistrados y su actuación coordinada con los servicios comunes procesales, aprobada por acuerdo de 31 de marzo de 2011.

		

	
		
			TEMA 4

			
EL DERECHO AL JUEZ PREDETERMINADO

			SUMARIO: I. La predeterminación legal del juez. II. Predeterminación legal del órgano jurisdiccional que ha de conocer de todo asunto. III. Predeterminación legal e integración subjetiva del órgano, unipersonal o colegiado. IV. El derecho fundamental al juez predeterminado legalmente: titulares y ejercicio del derecho. V. Abstención y recusación de jueces y magistrados: causas y procedimiento.


			
I. LA PREDETERMINACIÓN LEGAL DEL JUEZ

			El artículo 9.1 de la Constitución de 1978 impone el sometimiento de todos los poderes públicos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. Ésta es la formulación clásica del principio de legalidad, al que también se refiere el apartado tercero de dicho precepto.

			En el caso del Poder Judicial, el principio de legalidad se convierte en una garantía necesaria de la independencia y la imparcialidad de los jueces y tribunales. Por ello, el artículo 24.2 CE reconoce el derecho fundamental al juez predeterminado por la ley, y el artículo 117.3 establece que la potestad jurisdiccional «corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan».

			La predeterminación legal del juez, en palabras del Tribunal Constitucional (STC 101/1984), significa que «la Ley, con generalidad y con anterioridad al caso, ha de contener los criterios de determinación competencial cuya aplicación a cada supuesto litigioso permita determinar cuál es el Juzgado o Tribunal llamado a conocer del caso».

			Continúa diciendo que «la generalidad de los criterios legales garantiza la inexistencia de Jueces ad hoc; la anterioridad de tales criterios respecto al planteamiento procesal del litigio garantiza que una vez determinado en concreto el Juez de un caso en virtud de la aplicación de los criterios competenciales contenidos en las Leyes, el Juez del caso no podrá ser desposeído de su conocimiento en virtud de decisiones tomadas por órganos gubernativos».

			Este principio, que está vigente en todos los órdenes jurisdiccionales, nos lleva a estudiar los diferentes pasos para saber cuál es el órgano jurisdiccional que haya de conocer de cada asunto en concreto.

			
II. PREDETERMINACIÓN LEGAL DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE HA DE CONOCER DE TODO ASUNTO

			En primer lugar, la ley debe llevar a cabo la delimitación de las materias que corresponden a cada orden jurisdiccional (civil, penal, social y contencioso).

			A continuación, habrá que acudir a las diferentes normas de competencia objetiva, territorial y funcional que contienen las leyes procesales.

			Finalmente, puede ocurrir que en un mismo partido judicial existan varios Juzgados del mismo tipo o que en un mismo órgano colegiado haya varias secciones, de manera que todos ellos resulten competentes. Es entonces cuando se hace necesario establecer normas de reparto de asuntos.

			Dice así el artículo 68 LEC que «todos los asuntos civiles serán repartidos entre los juzgados de primera instancia cuando haya más de uno en el partido. La misma regla se aplicará en los asuntos de los que deban entender las Audiencias Provinciales cuando estén divididas en Secciones» Además, debe tenerse en cuenta que, conforme al artículo 57 LEC, las normas de reparto no pueden ser alteradas mediante sumisión de las partes.

			Ahora bien, las normas de reparto de asuntos no se establecen en la ley, sino que su aprobación corresponde a las Salas de Gobierno, y, más concretamente:

			— La Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, de la Audiencia Nacional y de los Tribunales Superiores de Justicia aprobarán las normas de reparto de asuntos entre las distintas secciones de cada una de sus salas.

			— Además, la Sala de Gobierno de cada Tribunal Superior de Justicia aprobará las normas de reparto entre las secciones de las Audiencias Provinciales y entre los Juzgados del mismo orden jurisdiccional que tengan su sede en la Comunidad Autónoma correspondiente.

			Por su parte, su ejecución incumbe, en los órganos colegiados, a los Presidentes de los Tribunales y Audiencias, y en los órganos unipersonales, al Decano.

			Por lo demás, la infracción de las normas de reparto, de acuerdo con el artículo 68.4 LEC, dará lugar a la nulidad de las resoluciones dictadas a instancia de la parte perjudicada, siempre que dicha nulidad se hubiere instado tan pronto como se haya tenido conocimiento de la vulneración.

			
III. PREDETERMINACIÓN LEGAL E INTEGRACIÓN SUBJETIVA DEL ÓRGANO, UNIPERSONAL O COLEGIADO

			Una de las exigencias de la predeterminación legal del juez es que la integración subjetiva del órgano judicial venga fijada de antemano por una norma con rango de ley.

			a) Órganos unipersonales

			En el caso de órganos unipersonales, el Tribunal Constitucional ha señalado que «los procedimientos fijados para la designación de los titulares han de garantizar la independencia e imparcialidad de éstos, que constituye el interés directo protegido por el derecho al juez ordinario predeterminado» (STC 47/1983).

			Además, la ley debe regular las formas de cubrir la plaza de un Juzgado cuando su titular no pueda, por alguna circunstancia, desempeñar el cargo. Para ello, se prevén las figuras de los jueces de adscripción territorial, jueces en expectativa de destino y jueces sustitutos.

			b) Órganos colegiados

			En lo atinente a los órganos colegiados, la integración subjetiva debe atenerse a las siguientes reglas:

			— La composición de las diferentes secciones se determinará por el Presidente del tribunal de que se trate, conforme a los criterios aprobados anualmente por la Sala de Gobierno.

			— Cuando no existan magistrados suficientes para integrar una sala o sección, el Presidente del tribunal nombrará a otro magistrado con arreglo al orden de preferencia que se establece en el artículo 199.1 LOPJ. Sólo en último término y de manera excepcional, podrá nombrarse a un magistrado suplente no profesional.

			— El reparto de asuntos entre las distintas secciones se aprobará por la Sala de Gobierno del tribunal correspondiente, que también será la encargada de aprobar anualmente las normas de reparto de las ponencias entre los magistrados que integran el órgano colegiado.

			— En la primera resolución que se dicte en el proceso, se deberá notificar a las partes el nombre del magistrado ponente, o, en su caso, la sustitución de dicho magistrado y las razones de la misma.

			En la práctica, las secciones de la Audiencia Nacional tienen la consideración de secciones orgánicas, y, por tanto, actúan como órganos jurisdiccionales independientes; mientras que las secciones de las Audiencias Provinciales y de las Salas de los Tribunales Superiores de Justicia son funcionales, por lo que el órgano jurisdiccional es la Audiencia o la Sala, y la sección el resultado de una simple ordenación interna encaminada a facilitar la distribución del trabajo.

			c) Medidas de apoyo judicial


			El artículo 216 bis LOPJ establece que para hacer frente a situaciones de retraso excepcional o de acumulación de asuntos en un determinado juzgado o tribunal, que no puedan ser corregidas mediante el reforzamiento de la plantilla o la exención temporal de reparto, el Consejo General del Poder Judicial podrá acordar medidas excepcionales de apoyo judicial, consistentes en la adscripción de jueces y magistrados titulares de otros órganos judiciales mediante el otorgamiento de comisiones de servicio.

			Los Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia podrán proponer como medida de apoyo la adscripción obligatoria, en régimen de comisión sin relevación de funciones, de aquellos jueces y magistrados titulares de órganos que tuviesen escasa carga de trabajo.

			También se podrá acordar la adscripción en calidad de jueces de apoyo a los jueces de adscripción territorial, a los jueces en expectativa de destino, a los jueces en prácticas y, excepcionalmente, a jueces sustitutos y magistrados suplentes.

			
IV. EL DERECHO FUNDAMENTAL AL JUEZ PREDETERMINADO LEGALMENTE: TITULARES Y EJERCICIO DEL DERECHO

			a) Concepto y contenido del derecho


			El derecho fundamental al juez predeterminado por la ley, consagrado en el artículo 24.2 CE, comporta, según el Tribunal Constitucional (SSTC 210/2009 y 220/2009), que «el órgano judicial haya sido creado por una norma legal invistiéndolo de jurisdicción y competencia con anterioridad al hecho motivador de la actuación o proceso judicial, y que su régimen orgánico y procesal no permita calificarlo de órgano especial o excepcional».

			Por tanto, este derecho tiene el siguiente contenido:

			— Que la creación del órgano judicial se lleve a cabo en la Ley Orgánica del Poder Judicial, tal y como prevé el artículo 122.1 CE.

			Ahora bien, lo anterior no es incompatible con la creación de juzgados especializados sin necesidad de ley formal, con base en el artículo 98 LOPJ, que permite al Consejo General del Poder Judicial acordar que, en las poblaciones donde exista más de un juzgado de la misma clase, uno o varios de ellos asuman con carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases de asuntos.

			Por esta vía se crearon, en el año 2017, los juzgados especializados en materia relativa a acciones individuales sobre condiciones generales incluidas en contratos de financiación con garantías reales inmobiliarias cuyo prestatario sea una persona física.

			— En segundo lugar, también la composición del órgano judicial y el procedimiento para designar a sus miembros deben estar determinados legalmente.

			— En tercer lugar, el órgano judicial debe integrarse en la jurisdicción ordinaria, toda vez que nuestra Constitución, en su artículo 117.5, consagra el principio de unidad jurisdiccional, mientras que el apartado siguiente prohíbe los tribunales de excepción.

			No obstante, el principio de unidad jurisdiccional no es absoluto, pues en el propio texto constitucional se prevén distintos tribunales situados al margen de la jurisdicción ordinaria, como son el Tribunal Constitucional, el Tribunal de Cuentas o los Tribunales consuetudinarios; e incluso se reconoce la existencia de una jurisdicción especial, la militar, que se rige por normas propias y distintas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, aunque su actuación queda ceñida al ámbito de lo estrictamente castrense y a los supuestos de estado de sitio.

			— En cuarto lugar, se exige que la competencia del juez o tribunal venga establecida en una ley anterior al litigio, de manera que, una vez determinado el juez que haya de conocer de un caso en concreto, no pueda ser apartado por decisiones tomadas por órganos gubernativos.

			Ahora bien, la mera existencia de una discrepancia interpretativa sobre una norma de distribución de competencia no supone vulneración del derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, sino que se trata de una cuestión de legalidad ordinaria (STC 35/2000).

			La atribución competencial debe hacerse por una ley en sentido estricto, quedando excluidos los decretos leyes (STC 95/1988), pero no es necesario que tenga rango orgánico, sino que puede ser una ley ordinaria (STC 93/1988).

			— Por último, el Tribunal Constitucional también ha entendido que el derecho al juez predeterminado legalmente exige una regularidad jurídica en la designación de jueces sustitutos (STC 31/1983).

			b) Titularidad del derecho


			Sobre la titularidad del derecho al juez predeterminado por la ley, el Tribunal Constitucional (Auto 413/1982) ha entendido que este derecho deriva, a su vez, del derecho a la jurisdicción, de manera que sólo pueden ser considerados titulares los que, por tener un interés legítimo, puedan acceder como partes a un proceso determinado.

			c) Ejercicio del derecho


			Existen distintas formas de ejercitar el derecho al juez predeterminado por la ley, como son la declinatoria, el incidente de nulidad de actuaciones, por vía de recursos ordinarios o extraordinarios, e incluso a través de un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.

			
V. ABSTENCIÓN Y RECUSACIÓN DE JUECES Y MAGISTRADOS: CAUSAS Y PROCEDIMIENTO

			a) La imparcialidad judicial


			La abstención y la recusación de jueces y magistrados constituyen garantías de la imparcialidad judicial, que es uno de los contenidos principales del derecho fundamental a un proceso con todas las garantías consagrado en el artículo 24.2 CE.

			En este punto es esencial traer a colación la doctrina del TEDH, a quien debemos la distinción entre la dimensión subjetiva y objetiva de la imparcialidad judicial, y que ha sido acogida tanto por el Tribunal Constitucional como por el Tribunal Supremo:

			— La imparcialidad subjetiva «exige que el juez considere asuntos que le sean ajenos, en los que no tenga interés de clase alguna, ni directo ni indirecto» (STC 11/2000). Debe valorarse atendiendo a las convicciones personales y el comportamiento del juez. Esta imparcialidad subjetiva se presume, mientras no se pruebe lo contrario.

			— La vertiente objetiva se refiere a la confianza que los tribunales deben inspirar a los ciudadanos en una sociedad democrática, de modo que exige que «el juez o tribunal no haya tenido un contacto previo con el thema decidendi» (STC 155/2002).

			Como se dijera en la STEDH de 26 de octubre de 1984, asunto De Cubber contra Bélgica, «la justicia no sólo tiene que aplicarse, sino que también debe ser aparente que se administra».

			b) Causas de abstención y recusación


			En nuestro ordenamiento jurídico, las causas de abstención y recusación están recogidas en el artículo 219 LOPJ:

			«1.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del cuarto grado con las partes o el representante del Ministerio Fiscal.

			2.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del segundo grado con el letrado o el procurador de cualquiera de las partes que intervengan en el pleito o causa.

			3.ª Ser o haber sido defensor judicial o integrante de los organismos tutelares de cualquiera de las partes, o haber estado bajo el cuidado o tutela de alguna de éstas.

			4.ª Estar o haber sido denunciado o acusado por alguna de las partes como responsable de algún delito o falta, siempre que la denuncia o acusación hubieran dado lugar a la incoación de procedimiento penal y éste no hubiera terminado por sentencia absolutoria o auto de sobreseimiento.

			5.ª Haber sido sancionado disciplinariamente en virtud de expediente incoado por denuncia o a iniciativa de alguna de las partes.

			6.ª Haber sido defensor o representante de alguna de las partes, emitido dictamen sobre el pleito o causa como letrado, o intervenido en él como fiscal, perito o testigo.

			7.ª Ser o haber sido denunciante o acusador de cualquiera de las partes.

			8.ª Tener pleito pendiente con alguna de éstas.

			9.ª Amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las partes.

			10.ª Tener interés directo o indirecto en el pleito o causa.

			11.ª Haber participado en la instrucción de la causa penal o haber resuelto el pleito o causa en anterior instancia.

			12.ª Ser o haber sido una de las partes subordinado del juez que deba resolver la contienda litigiosa.

			13.ª Haber ocupado cargo público, desempeñado empleo o ejercido profesión con ocasión de los cuales haya participado directa o indirectamente en el asunto objeto del pleito o causa o en otro relacionado con el mismo.

			14.ª En los procesos en que sea parte la Administración Pública, encontrarse el juez o magistrado con la autoridad o funcionario que hubiese dictado el acto o informado respecto del mismo o realizado el hecho por razón de los cuales se sigue el proceso en alguna de las circunstancias mencionadas en las causas 1.ª a 9.ª, 12.ª, 13.ª y 15.ª de este artículo.

			15.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable, o el parentesco dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, con el juez o magistrado que hubiera dictado resolución o practicado actuación a valorar por vía de recurso o en cualquier fase ulterior del proceso.

			16.ª Haber ocupado el juez o magistrado cargo público o administrativo con ocasión del cual haya podido tener conocimiento del objeto del litigio y formar criterio en detrimento de la debida imparcialidad».

			c) Procedimiento de abstención


			El juez o magistrado en que concurra alguna de las causas enumeradas se abstendrá del conocimiento del asunto sin esperar a que se le recuse (art. 217 LOPJ). La abstención se hará mediante un escrito razonado, dirigido a la Sala o Sección de la que forme parte el juez o magistrado o, si se trata de un órgano unipersonal, al que resulte funcionalmente competente para conocer de los recursos contra sus resoluciones.

			La abstención suspenderá el curso del proceso hasta que se resuelva sobre ella o transcurra el plazo previsto para su resolución.

			Si la abstención no se estima justificada, el juez o magistrado continuará conociendo del asunto. En caso contrario, el abstenido dictará auto apartándose definitivamente del asunto y ordenando remitir las actuaciones al que deba sustituirle. Cuando el que se abstenga forme parte de un órgano colegiado, el auto lo dictará la Sala o Sección a que aquél pertenezca.

			El auto que se pronuncie sobre la abstención no será susceptible de recurso alguno.

			La abstención y la sustitución se comunicarán a las partes, incluyendo el nombre del sustituto.

			d) Procedimiento de recusación


			Por lo que se refiere a la recusación, ésta deberá proponerse tan pronto como se tenga conocimiento de la causa en que se funde, de lo contrario, no se admitirá a trámite.

			Según el artículo 218 LOPJ, sólo podrán recusar las partes, así como el Ministerio Fiscal en los asuntos penales y en aquéllos otros en los que deba intervenir por la naturaleza de los derechos en conflicto.

			La recusación se propondrá por escrito, que deberá expresar concreta y claramente la causa legal y los motivos en que se funde, acompañando un principio de prueba sobre los mismos. Este escrito estará firmado por abogado y procurador si intervinieran en el pleito, y por el recusante.

			Formulada la recusación, se dará traslado a las demás partes para que, en el plazo común de tres días, manifiesten si se adhieren o se oponen a la causa de recusación propuesta o si, en aquel momento, conocen alguna otra causa que pueda concurrir.

			Tras ello, el juez o magistrado deberá manifestar si admite o no la causa de recusación formulada, y seguidamente el incidente se remitirá al tribunal que sea competente para la instrucción conforme al artículo 224 LOPJ, acompañando un informe del recusado.

			Dicho órgano será:

			1.º Cuando el recusado sea el Presidente o un Magistrado del Tribunal Supremo, de la Audiencia Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia, un magistrado de la Sala a la que pertenezca el recusado.

			2.º Cuando el recusado sea un Presidente de Audiencia Provincial, un Magistrado de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia.

			3.º Cuando el recusado sea un Magistrado de una Audiencia, un Magistrado de esa misma Audiencia que no pertenezca a la misma Sección que el recusado.

			4.º Cuando se recusare a todos los magistrados de una Sala de Justicia, un magistrado de los que integren el tribunal correspondiente.

			5.º Cuando el recusado sea un juez o magistrado titular de órgano unipersonal, un magistrado del órgano colegiado que conozca de sus recursos.

			6.º Cuando el recusado fuere un Juez de Paz, un Juez de Primera Instancia del partido correspondiente.

			En todos estos casos, el instructor será nombrado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.

			Si el recusado considera procedente la recusación, se resolverá el incidente sin más trámites. En caso contrario, el instructor ordenará la práctica de la prueba que sea pertinente y necesaria y, acto seguido, remitirá lo actuado al tribunal que, de acuerdo con el artículo 227, resulte competente para decidir el incidente.

			Concretamente, será competente para decidir la recusación:

			1.º La Sala prevista en el artículo 61 de esta Ley, cuando el recusado sea el Presidente del Tribunal Supremo, Presidente de la Sala o dos o más magistrados de una misma Sala.

			2.º La Sala del Tribunal Supremo de que se trate, cuando se recuse a uno de los Magistrados que la integran.

			3.º La Sala prevista en el artículo 69 cuando el recusado sea el Presidente de la Audiencia Nacional, Presidentes de Sala o más de dos magistrados de una Sala.

			4.º La Sala de la Audiencia Nacional de que se trate, cuando se recuse a los Magistrados que la integran.

			5.º La Sala a que se refiere el artículo 77 de esta Ley, cuando se hubiera recusado al Presidente de un Tribunal Superior de Justicia, o al de una de sus Salas, o al de una Audiencia Provincial; así como cuando se recurse a dos o más magistrados de una misma Sala de los Tribunales Superiores de Justicia o de una misma Sección de una Audiencia Provincial.

			6.º La Sala de los Tribunales Superiores de Justicia de que se trate, cuando se recusara a uno de los magistrados que la integran.

			7.º Cuando el recusado sea un magistrado de una Audiencia Provincial, resolverá ésta o, en su caso, una Sección diferente de aquélla en que se integre el recusado.

			8.º Cuando el recusado sea el titular de un órgano unipersonal, resolverá la Sección de la Audiencia Provincial o la Sala del Tribunal Superior de Justicia o de la Audiencia Nacional que conozca de los recursos contra sus resoluciones.

			9.º Cuando el recusado sea un Juez de Paz, resolverá el mismo juez instructor del incidente de recusación.

			La resolución se hará por medio de auto, previo traslado al Ministerio Fiscal para informe por tres días.

			Si se desestima la recusación, se devolverá al recusado el conocimiento del pleito o causa, en el estado en que se hallare y condenará en las costas al recusante, salvo que concurrieren circunstancias excepcionales. Si se aprecia mala fe en el recusante, se le podrá imponer, además, una multa de 180 a 6.000 euros.

			En cambio, si el auto estima la recusación, apartará definitivamente al recusado del conocimiento del pleito o causa, que pasará a asumirse por su sustituto.

			Contra el auto que resuelve el incidente de recusación no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de hacer valer, al recurrir la sentencia definitiva, la posible nulidad de ésta por concurrir en el juez o magistrado la causa de recusación alegada (art. 228.3 LOPJ).

		

	
		
			TEMA 5

			
EL PROCESO

			SUMARIO: I. El proceso. II. Naturaleza jurídica. III. El proceso y la potestad jurisdiccional. IV. Principios informadores de los distintos procesos.


			
I. EL PROCESO

			a) Concepto


			Las principales posturas sobre el concepto de «proceso» pueden agruparse, siguiendo a Guasp, en teorías sociológicas y teorías jurídicas.

			Las primeras, como señala este mismo autor, entienden el proceso como «la resolución de un conflicto social». Esta noción se critica, desde un punto de vista material, por resultar excesiva y, desde un punto de vista formal, porque no contempla el proceso como una construcción específica del ordenamiento jurídico.

			En cambio, las teorías jurídicas sí ven en el proceso una figura autónoma, encaminada a lograr la realización coactiva de un derecho, cuando haya sido desconocido o vulnerado.

			La nota común de este segundo grupo de teorías es que enfatizan la naturaleza instrumental del proceso, si bien, a partir de aquí, surgen varias concepciones:

			— Concepción procesal subjetiva: el proceso es «un instrumento de actuación de los derechos subjetivos particulares».

			— Concepción procesal objetiva: el proceso es «un instrumento de actuación del derecho objetivo genéricamente considerado».

			— Concepción mixta, que entiende que el proceso sirve tanto para defender el ordenamiento jurídico como para tutelar los derechos subjetivos.

			Finalmente, el propio Guasp formula la concepción del proceso como «instrumento de satisfacción de pretensiones».

			En conclusión, siguiendo a Garberí Llobregat, podemos definir el proceso como «el instrumento formal del que se sirven los órganos judiciales para ejercitar la potestad jurisdiccional y así, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, cumplimentar la función de resolver con arreglo a Derecho los conflictos de índole jurídica que se sometan a su conocimiento».

			A este concepto de «proceso» se refiere el artículo 117.3 CE, que atribuye a los jueces y tribunales la potestad jurisdiccional «según las normas de competencia y procedimiento que las leyes establezcan».

			b) Modelos procesales


			Históricamente, aparecen contrapuestos dos grandes modelos procesales: el inquisitivo y el contradictorio. El primero de ellos se caracteriza por el papel activo del juez, que es el encargado de iniciar el proceso, impulsar su tramitación, delimitar su objeto y, finalmente, resolverlo. Todo ello, además, mediante actuaciones escritas y secretas.

			En cambio, en el proceso contradictorio se deja el protagonismo a las partes, situadas en posiciones de igualdad, mientras que el juez debe adoptar una actitud pasiva hasta el dictado de la sentencia. Se incorporan aquí, por lo demás, los principios de publicidad y oralidad.

			En la actualidad, la forma contradictoria viene exigida tanto por textos internacionales como por normas internas. Respecto de los primeros, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 14, establece que «toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial», y, en parecidos términos, el artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos reconoce el derecho a un proceso equitativo.

			En el ámbito interno, no cabe duda de que el modelo contradictorio viene exigido por el derecho fundamental a un proceso con todas las garantías, reconocido en el artículo 24.2 de la Constitución, donde se incluyen la imparcialidad judicial y el principio de audiencia que veremos más adelante.

			También los principios de publicidad y oralidad, característicos del sistema contradictorio, tienen consagración constitucional en el artículo 120.

			c) Clases de proceso


			Para finalizar este primer epígrafe, cabe distinguir los tres tipos principales de proceso que existen en nuestro ordenamiento:

			— Declarativos, en que las partes someten al conocimiento del juez un conflicto o controversia para que se resuelva en una sentencia.

			— Ejecutivos: en los que se solicita del órgano jurisdiccional que compela al demandado a cumplir una obligación que consta en un determinado documento, llamado título ejecutivo.

			— Cautelares: tienen por objeto la adopción de medidas encaminadas a asegurar la eficacia de la eventual sentencia estimatoria que pudiera recaer en un proceso declarativo.

			A su vez, dentro de los procesos declarativos cabe hacer una doble clasificación:

			• Procesos ordinarios y procesos especiales. Los primeros son los establecidos con carácter general para enjuiciar aquellas pretensiones que no estén sometidas a una tramitación especial. En concreto, se incluyen aquí el juicio ordinario y el juicio verbal. Por su parte, los procesos especiales son aquéllos en los que el legislador considera oportuno introducir unos trámites específicos que se adapten a las singularidades del conflicto que constituye su objeto. Son los procesos regulados en el Libro IV.

			• Procesos plenarios y procesos sumarios. La diferencia consiste, siguiendo a Garberí, en que mediante los procesos civiles plenarios pueden ser enjuiciados todos los aspectos litigiosos de un conflicto, mientras que, en los sumarios, tan sólo se somete a conocimiento del juez una parte determinada del conflicto, restringiendo las alegaciones de las partes y los medios de prueba.

			
II. NATURALEZA JURÍDICA

			Acerca de la naturaleza jurídica del proceso se han ensayado distintas teorías. La primera explicación, propia del derecho romano clásico, consideraba el proceso como un contrato de litiscontestatio, en que las partes se comprometían a respetar la resolución del juez.

			Poco después, se evidencia que el proceso no requiere necesariamente un convenio entre ambas partes, sino que puede bastar la declaración unilateral del actor, por lo que se habla entonces del proceso como un cuasi-contrato.

			No fue hasta el siglo xix, con el jurista alemán Von Bulow, cuando se consiguen superar estas doctrinas privatistas del proceso. Este autor, en su libro Teoría de las excepciones procesales y presupuestos procesales, establece una distinción que sería fundamental para la consolidación del Derecho Procesal como ciencia autónoma. Afirma que en todo proceso hay una relación jurídica material, que es la controversia que enfrenta a dos sujetos y es de naturaleza privada; y una relación jurídica procesal, que une a las partes entre sí y con el tribunal, y que se somete a normas de Derecho público.

			Ésta es la teoría del proceso como relación jurídica, que fue luego seguida, aunque con algunas matizaciones, por autores como Kohler y Hellwig.

			Como evolución de esta concepción se llega, finalmente, a la teoría de la situación jurídica, enunciada por otro autor alemán, James Goldschimdt, en su obra de 1925 El proceso como situación jurídica.

			Comienza esta obra criticando, precisamente, la postura de Von Bulow, afirmando que el proceso no puede concebirse como relación jurídica porque en él no existen derechos ni obligaciones, sino expectativas, posibilidades y cargas. Por ello, mantiene que el proceso es una situación jurídica, entendida como «el estado en que se encuentra el asunto de una persona, considerado desde el punto de vista de la sentencia que se espera conforme a derecho».

			Otras posturas acerca de la naturaleza del proceso son la teoría de la institución jurídica, formulada por Guasp, o la que concibe el proceso como un concepto jurídico autónomo, defendida por De La Oliva Santos.

			
III. EL PROCESO Y LA POTESTAD JURISDICCIONAL

			Hemos dicho con anterioridad que el proceso desempeña, ante todo, una función instrumental, ya que es el mecanismo a través del cual los órganos judiciales ejercen la potestad jurisdiccional.

			Dice Montero Aroca que la potestad jurisdiccional es «la potestad dimanante de la soberanía del Estado, ejercida exclusivamente por jueces y tribunales independientes, de realizar el Derecho en el caso concreto juzgando de modo irrevocable y haciendo ejecutar lo juzgado».

			La potestad jurisdiccional corresponde exclusivamente al Estado, pues el artículo 149.1 CE le reserva la competencia en materia de Administración de Justicia. No obstante, el Tribunal Constitucional (STC 62/1990) viene distinguiendo a estos efectos entre Administración de Justicia en sentido estricto, que se corresponde con la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, y la Administración de Justicia en sentido amplio (también llamada «administración de la Administración de Justicia»), que es la gestión de los medios personales y materiales al servicio de la jurisdicción. En esta última materia sí se ha admitido la transferencia de competencias a las Comunidades Autónomas.

			La sentencia citada se encarga también de fijar los límites a la asunción de competencias por las Comunidades Autónomas: «a) Las competencias que asumen las Comunidades Autónomas por el juego de la cláusula subrogatoria no pueden entrar en el núcleo de la Administración de Justicia en sentido estricto, materia inaccesible por virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1.5.a) de la Constitución, con la excepción de la materia relativa a la organización de las demarcaciones judiciales del respectivo territorio, respecto de la cual aquéllas han asumido competencias participativas (art. 152.1, párrafo 2.º, de la Constitución). b) Tampoco pueden las Comunidades Autónomas participar en el ámbito de la «administración de la Administración de Justicia» en aquellos aspectos en que la Ley Orgánica del Poder Judicial atribuye competencias a órganos distintos del Gobierno o de alguno de sus Departamentos. c) La asunción por las Comunidades Autónomas de competencias atribuidas por la citada Ley Orgánica al Gobierno encuentra un límite natural: el propio ámbito de la Comunidad Autónoma, de modo que no pueden asumir facultades de alcance supracomunitario. d) Las cláusulas subrogatorias remiten a las facultades del Gobierno, esto es, a facultades de naturaleza reglamentaria o meramente ejecutivas, debiéndose excluir, en consecuencia, las competencias legislativas. e) Finalmente, al analizar cada uno de los supuestos concretos de invasión de competencias, el marco de enjuiciamiento no puede ser sólo la competencia residual sobre «administración de la Administración de Justicia», pues en cada caso habrá que determinar si concurren otros títulos competenciales con incidencia en la materia».

			Al tratar de la potestad jurisdiccional, resulta necesario hacer alusión a dos principios básicos, que son el de unidad y el de exclusividad jurisdiccional.

			El primero de ellos está consagrado en el artículo 117.5 CE, y significa que los distintos juzgados y tribunales deben quedar sujetos a un mismo régimen jurídico, con prohibición de los tribunales de excepción.

			En atención a ello, el artículo 3 LOPJ establece que «la jurisdicción es única y se ejerce por los Juzgados y Tribunales previstos en esta Ley, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución a otros órganos».

			Sin embargo, el principio de unidad jurisdiccional no es absoluto, pues en el propio texto constitucional se prevén distintos tribunales situados al margen de la jurisdicción ordinaria, como son el Tribunal Constitucional, el Tribunal de Cuentas o los Tribunales consuetudinarios; e incluso se reconoce la existencia de una jurisdicción especial, la militar, que se rige por normas propias y distintas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, aunque su actuación queda ceñida al ámbito de lo estrictamente castrense y a los supuestos de estado de sitio.

			Por su parte, el principio de exclusividad jurisdiccional tiene una doble dimensión:

			— En un sentido positivo, significa, en términos del artículo 117.3 CE, que la potestad jurisdiccional corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes. En consecuencia, sería inconstitucional atribuir la potestad de juzgar o hacer ejecutar lo juzgado a otro tipo de órganos. Este es el motivo por el que el Tribunal Constitucional ha declarado la inconstitucionalidad del artículo 454 bis, apartado primero, LEC, que excluía la posibilidad de recurrir el decreto del Letrado de la Administración de Justicia para resolver un recurso de reposición.

			Se trata de la STC 15/2020, que afirma que la redacción legal «no permite descartar la eventualidad de que existan supuestos en que la decisión del Letrado de la Administración de Justicia excluida por el legislador del control judicial —directo o indirecto— concierna a cuestiones relevantes en el marco del proceso que atañen a la función jurisdiccional reservada en exclusiva a jueces y magistrados y que, por tanto, deben quedar sometidas a su posibilidad de control de acuerdo con el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión que a todos garantiza el artículo 24.1 CE».

			— En un sentido negativo, implica que «los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho» (art. 117.4). Con base en esta habilitación constitucional, los órganos judiciales desempeñan algunas funciones no estrictamente jurisdiccionales, como ocurre con la llamada jurisdicción voluntaria, o hacer de encargados del Registro Civil —al menos, hasta que se implante definitivamente el sistema de la nueva Ley del Registro Civil, de 21 de julio de 2011—.

			Para cerrar este epígrafe, hemos de advertir que la jurisdicción como potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado es diferente de la jurisdicción como presupuesto del proceso, es decir, como el conjunto de litigios que las leyes atribuyen a los órganos judiciales de un concreto orden jurisdiccional. El estudio de esta cuestión se aborda en el Tema 11, al que nos remitimos.

			
IV. PRINCIPIOS INFORMADORES DE LOS DISTINTOS PROCESOS

			Con carácter general, la doctrina distingue entre principios del proceso, entendido como institución jurídica instrumental del ejercicio de la potestad jurisdiccional, y principios del procedimiento, que es el aspecto formal o externo de dicha institución, esto es, la sucesión de actos o trámites que la integran.

			En el presente tema analizaremos los principios del proceso, empezando con el principio de audiencia o de contradicción.

			a) Principio de audiencia o de contradicción


			Este principio, que Calamandrei consideró «fuerza motriz del proceso», significa que las partes enfrentadas han de tener la posibilidad de exponer adecuadamente sus respectivas posiciones procesales ante el juez o tribunal. Se encuentra reconocido implícitamente en el artículo 24.1, que prohíbe la indefensión, aunque también se ha vinculado con el derecho a un proceso con todas las garantías del apartado segundo.

			En este sentido, indicaba la STC 308/1993 que «el principio de contradicción, en cualquiera de las instancias procesales, constituye una exigencia ineludible vinculada al derecho a un proceso con todas las garantías, para cuya observancia adquiere singular relevancia el deber de los órganos judiciales de posibilitar la actuación de las partes a través de los actos de comunicación establecidos en la Ley».

			Este principio rige para todas las partes del proceso, aunque adquiere singular relevancia para el demandado, quien, en caso de ser declarado en rebeldía, puede llegar a ser condenado sin haber expuesto sus alegaciones al órgano enjuiciador.

			Por ello, el Tribunal Constitucional exige un riguroso cumplimiento de la normativa de los actos de comunicación procesal, y ha insistido recientemente (Sentencias 6/2019 y 47/2019) en que la primera citación o emplazamiento del demandado aún no personado en el procedimiento debe ser personal, por remisión a su domicilio, y que, en caso contrario, se produciría la indefensión que proscribe el artículo 24 CE.

			De hecho, el Tribunal Supremo ha acordado la revisión de sentencias firmes, con base en el motivo de «maquinación fraudulenta» del artículo 510.4 LEC, cuando el demandante «oculta el domicilio de la persona contra la que estaba dirigida, alegando que lo desconoce para interesar que se le emplace por edictos y se sustancie el procedimiento en rebeldía» (STS de 13 de mayo de 2014).

			Por lo demás, la importancia del principio de audiencia es tal que el legislador establece un mecanismo para dejar sin efecto las sentencias firmes dictadas en procesos en que el demandado, por causa que no le sea imputable, ha permanecido inactivo. Se trata de la «rescisión en rebeldía», regulada en los artículos 501 y siguientes LEC, y que pertenece a la categoría de los llamados «medios de impugnación de sentencias firmes».

			b) Principio de igualdad de las partes


			Este principio, que es consecuencia del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 14 CE, complementa al anterior y requiere que las partes tengan medios equivalentes de ataque y defensa, esto es, que en la ley se establezcan derechos, deberes, posibilidades y cargas equilibrados para defender sus respectivas posiciones.

			Lo anterior no impide que puedan existir distinciones de trato que estén justificadas, sobre todo, por la finalidad de remover obstáculos que dificulten la tutela judicial efectiva. Es el caso del beneficio de la justicia gratuita que se reconoce en el artículo 119 CE, la institución de la ejecución provisional, la posibilidad de adoptar medidas cautelares inaudita parte…

			Asimismo, cabe hacer mención a la Ley 52/1997, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, que reconoce a los mismos una serie de privilegios, como actuar representados y defendidos por los Abogados del Estado, la necesidad de ser demandados en un tribunal con sede en la capital de provincia, la exención de constituir depósitos, cauciones, consignaciones u otro tipo de garantías previstos en las leyes…

			c) Principio dispositivo


			El principio dispositivo, como afirma De La Oliva Santos, puede definirse como «el criterio, derivado de la naturaleza eminentemente particular de los derechos e intereses en juego, en virtud del cual el proceso se construye asignando (o reconociendo) a las partes un papel de gran relieve».

			En efecto, nuestro proceso civil se caracteriza por atribuir un singular protagonismo a las partes, ya que a ellas les corresponde, en primer lugar, la decisión de acudir a los órganos jurisdiccionales en lugar de utilizar otros medios de solución de conflictos. Asimismo, son las encargadas de introducir los hechos que constituyen el objeto del proceso y que habrán de delimitar el conocimiento del juez, de modo que éste deberá dictar una resolución congruente con las alegaciones de las partes.

			También podrán las partes provocar la terminación anticipada del proceso mediante los actos de disposición del objeto procesal. Dice así el artículo 19 LEC que «los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero».

			Estos actos podrán realizarse en cualquier momento de la primera instancia o de los recursos e incluso en fase de ejecución.

			Ahora bien, existen procesos donde el principio dispositivo opera de forma atenuada, lo que restringe la facultad de las partes de provocar su terminación anticipada. Así, en relación con los procesos sobre medidas de apoyo a personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores, el artículo 751 excluye la posibilidad de renuncia, allanamiento y transacción, y sólo permite el desistimiento si se cuenta con la conformidad del Ministerio Fiscal.

			d) Principio de aportación de parte


			Este principio significa que corresponde a las partes la introducción en el proceso de los hechos que han de constituir el thema decidendi y la aportación de los medios de prueba dirigidos a acreditarlos.

			La suma de este principio y el dispositivo da lugar a un concepto más amplio, manejado en la doctrina y la jurisprudencia, que es el principio de justicia rogada.

			En este sentido se expresa la STS de 3 de julio de 2018: «el principio de justicia rogada se suele identificar como la suma del principio dispositivo y del principio de aportación de parte y se configura legalmente como una exigencia para el tribunal en el artículo 216 LEC».

			En el proceso civil, la principal manifestación del principio de aportación de parte la encontramos en el artículo 216 LEC, a tenor del cual: «los tribunales civiles decidirán los asuntos en virtud de las aportaciones de hechos, pruebas y pretensiones de las partes, excepto cuando la ley disponga otra cosa en casos especiales».

			En consecuencia, el juez queda vinculado por el relato fáctico que se haya hecho en la demanda y en la contestación, sin que pueda alterar los términos del debate, bajo sanción de incurrir en incongruencia.

			Tampoco puede el juez acordar prueba de oficio, ya que el artículo 282 sienta la regla general de que «las pruebas se practicarán a instancia de parte». No obstante, añade a continuación que «sin embargo, el tribunal podrá acordar de oficio que se practiquen determinadas pruebas o que se aporten documentos, dictámenes u otros medios e instrumentos probatorios, cuando así lo establezca la ley» Así ocurre, en particular, en los procesos sobre medidas de apoyo a personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores.

			Otro supuesto son las diligencias finales previstas en el artículo 435.2, que permite al tribunal acordar de oficio o a instancia de parte, de manera excepcional, «que se practiquen de nuevo pruebas sobre hechos relevantes, oportunamente alegados, si los actos de prueba anteriores no hubieran resultado conducentes a causa de circunstancias ya desaparecidas e independientes de la voluntad y diligencia de las partes, siempre que existan motivos fundados para creer que las nuevas actuaciones permitirán adquirir certeza sobre aquellos hechos».

			Cuestión distinta a la proposición de oficio es la posibilidad que el artículo 429 reconoce al tribunal de advertir a las partes la posible insuficiencia de las pruebas propuestas y señalar otros medios probatorios que considere convenientes.

			Tanto la doctrina como la jurisprudencia menor consideran que debe hacerse una interpretación cautelosa de esta posibilidad, ya que puede comprometer la imparcialidad judicial y menoscabar el principio de aportación de parte.

			e) Principio iura novit curia

			Este principio, que también se expresa con el clásico aforismo «dame los hechos que yo te daré el derecho», significa que el juez es conocedor del derecho y deberá aplicarlo, aunque no haya sido oportunamente alegado por las partes.

			La Exposición de Motivos de la Ley de Enjuiciamiento Civil hace alusión a este principio, al señalar que «no se grava al tribunal con el deber y la responsabilidad de decidir qué tutela, de entre todas las posibles, puede ser la que corresponde al caso. Es a quien cree necesitar tutela a quien se atribuyen las cargas de pedirla, determinarla con suficiente precisión, alegar y probar los hechos y aducir los fundamentos jurídicos correspondientes a las pretensiones de aquella tutela».

			Podemos encontrar dos referencias a este principio en nuestro derecho positivo:

			— Artículo 1.7 CC, al decir que «los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido».

			— El artículo 218.1 LEC: «el tribunal, sin apartarse de la causa de pedir acudiendo a fundamentos de hecho o de Derecho distintos de los que las partes hayan querido hacer valer, resolverá conforme a las normas aplicables al caso, aunque no hayan sido acertadamente citadas o alegadas por los litigantes».

			En palabras del Tribunal Supremo, la máxima iura novit curia «permite al tribunal fundar su decisión en preceptos jurídicos distintos de los invocados cuando no se alteren sustancialmente los hechos que fundamentan la pretensión» (STS de 30 de marzo de 2010).

			Como vemos, este principio no es absoluto, sino que encuentra su límite en el deber de congruencia del juez, ya que éste no puede alterar, en ningún caso, la causa de pedir, integrada por los hechos jurídicamente relevantes que individualizan e identifican la pretensión procesal.

			En definitiva, dice la STS de 7 de junio de 2018, que el principio iura novit curia no ampara una alteración de los términos de debate que pueda generar en el demandado un riesgo de indefensión.

			Con este argumento, la citada sentencia concluye que se infringe el deber de congruencia cuando, ejercitada en la demanda la acción de nulidad contractual, el juez a quo la estima aplicando las normas de la anulabilidad por error en el consentimiento.

		

	
		
			TEMA 6

			
LOS ACTOS PROCESALES

			SUMARIO: I. Los actos procesales. II. Proceso y actos procesales. III. Concentración, orden sucesivo de los actos y preclusión. IV. El impulso procesal. V. Publicidad e inmediación. VI. Requisitos de los actos procesales: a) de lugar; b) de tiempo: términos y plazos: cómputo de los plazos; c) de forma (consideración de la lengua oficial). VII. Defectos de los actos; nulidad, anulabilidad, irregularidad. VIII. Subsanación de defectos.


			
I. LOS ACTOS PROCESALES

			Hecho procesal es todo acaecimiento del mundo exterior que produce efectos o consecuencias jurídicas en el proceso, por ejemplo, la muerte de una de las partes, que desencadena la llamada sucesión procesal.

			Si el hecho procesal se realiza con intervención de la voluntad humana estaremos ante un acto procesal. Puede, pues, definirse el acto procesal como aquél por medio de cual el proceso se realiza, es decir, aquél que produce consecuencias de modo directo en el proceso (Montero).

			De esta manera, no puede decirse que todos los actos que tienen incidencia en el proceso sean procesales. Para que alcancen este carácter es preciso que su repercusión sea directa e inmediata, con lo que, por ejemplo, el otorgamiento de poder a un procurador no sería propiamente un acto procesal.

			No es aplicable al Derecho Procesal la categoría del negocio jurídico, puesto que no son las partes las que determinan los efectos de los actos que realizan dentro del proceso, sino la ley. Así, en el caso de la transacción, sus efectos derivan del auto dictado por el juez que la recoge o asume, y es este auto el verdadero título ejecutivo.

			
II. PROCESO Y ACTOS PROCESALES

			Los actos procesales, en su conjunto, forman el proceso y se presentan siempre concadenados, de modo que, como decía Guasp, y recuerda Montero Aroca, cada acto es presupuesto de admisibilidad del siguiente, salvo el último, y es también condición de la eficacia del acto precedente, salvo el primero.

			Cada acto procesal concreto tiene su regulación específica, pero en atención a su integración dentro del proceso puede intentarse una teoría general de los actos procesales, partiendo de los preceptos que la LEC y la Ley Orgánica del Poder Judicial les dedican.
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